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X. Otros documentos de la Cuenta. 

1. Comunicaciones:
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I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (107)

NOMBRE (Partido* Región Distrito)

Aguiló Melo, Sergio PS VII 37

Alessandri Valdés, Gustavo RN RM 20

Alvarado Andrade, Claudio IND X 58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro RN VII 38

Álvarez Zenteno, Rodrigo IND XII 60

Arratia Valdebenito, Rafael PDC VI 35

Ascencio Mansilla, Gabriel PDC X 58

Ávila Contreras, Nelson PPD V 11

Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13

Bertolino Rendic, Mario RN IV 7

Bustos Huerta, Manuel PDC RM 17

Bustos Ramírez, Juan PS V 12

Caminondo Sáez, Carlos RN X 54

Caraball Martínez, Eliana PDC RM 27

Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22

Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40

Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31

Cornejo González, Aldo PDC V 13

Correa De la Cerda, Sergio UDI VII 36

Delmastro Naso, Roberto IND X 53

Díaz Del Río, Eduardo DEL SUR IX 51

Dittborn Cordua, Julio UDI RM 23

Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57

Encina Moriamez, Francisco PS IV 8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano RN RM 29

Espina Otero, Alberto RN RM 21

Fossa Rojas, Haroldo RN VIII 46

Galilea Carrillo, Pablo RN XI 59

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

García Ruminot, José RN IX 50

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro UCCP VI 32

González Román, Rosa IND I 1

Gutiérrez Román, Homero PDC VII 37

Guzmán Mena, Pía RN RM 23

Hales Dib, Patricio PPD RM 19

Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49

Huenchumilla Jaramillo, Francisco PDC IX 50

Ibáñez Santa María, Gonzalo IND V 14

Jaramillo Becker, Enrique PPD X 54

Jarpa Wevar, Carlos Abel PRSD VIII 41

Jeame Barrueto, Víctor PPD VIII 43

Jiménez Villavicencio, Jaime PDC RM 31

Jocelyn-Holt Letelier, Tomás PDC RM 24

Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57

Leal Labrín, Antonio PPD III 5

Leay Morán, Cristián UDI RM 19

León Ramírez, Roberto PDC VII 36

Letelier Morel, Juan Pablo PS VI 33

Letelier Norambuena, Felipe PPD VIII 42

Longton Guerrero, Arturo RN V 12

Longueira Montes, Pablo UDI RM 30

Lorenzini Basso, Pablo PDC VII 38

Luksic Sandoval, Zarko PDC RM 16

Martínez Labbé, Rosauro IND VIII 41

Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21

Masferrer Pellizzari, Juan UDI VI 34

Mesías Lehu, Iván PRSD VIII 42

Molina Sanhueza, Darío UDI IV 9

Monge Sánchez, Luis IND IX 48

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Mora Longa, Waldo PDC II 3

Mulet Martínez, Jaime PDC III 6

Muñoz Aburto, Pedro PS XII 60

Muñoz D'Albora, Adriana PPD IV 9

Naranjo Ortiz, Jaime PS VII 39

Navarro Brain, Alejandro PS VIII 45

Núñez Valenzuela, Juan PDC VI 34

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Ovalle Ovalle, María Victoria UCCP VI 35

Palma Irarrázaval, Andrés PDC RM 25

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Pareto González, Luis PDC RM 20

Paya Mira, Darío UDI RM 28

Pérez Arriagada, José PRSD VIII 47

Pérez Lobos, Aníbal PS VI 32

Pérez San Martín, Lily RN RM 26

Pérez Varela, Víctor UDI VIII 47

Pollarolo Villa, Fanny PS II 3

Prochelle Aguilar, Marina RN X 55

Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Rincón González, Ricardo PDC VI 33

Riveros Marín, Edgardo PDC RM 30

Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46

Rojas Molina, Manuel UDI II 4

Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17

Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45

Sánchez Grunert, Leopoldo PPD XI 59

Sciaraffia Estrada, Antonella PDC I 2

Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28

Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53

Soria Macchiavello, Jorge PPD I 2

Tuma Zedan, Eugenio PPD IX 51

Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43

Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Van Rysselberghe Varela, Enrique UDI VIII 44

Vargas Lyng, Alfonso RN V 10

Vega Vera, Osvaldo RN VII 40

Velasco De la Cerda, Sergio PDC V 15

Venegas Rubio, Samuel IND V 15

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Ignacio PDC V 10

Walker Prieto, Patricio PDC IV 8

-Con permiso constitucional estuvo ausente el Diputado señor Osvaldo Palma.

 

 

 

 

 

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 16.08 horas.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acta de la sesión 7ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 8ª se encuentra a disposición de los señores diputados.

 

IV. CUENTA

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

PETICIÓN DE DECLARACIÓN DE INADMISIBILIDAD DE PROYECTO.

El señor COLOMA.- Pido la palabra para referirme a la Cuenta.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en la Cuenta figura un mensaje de su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual inicia la tramitación de un proyecto que establece elecciones primarias para candidatos a la presidencia de la República.

Por su parte, el artículo 14 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, establece determinados requisitos que deben tener los proyectos para entrar a tramitación.

El artículo 15 de la misma ley señala textualmente: "No se admitirá a tramitación proyecto alguno que proponga conjuntamente normas de ley y de reforma constitucional, o que no cumpla con los requisitos establecidos en el artículo anterior.

"La correspondiente declaración de inadmisibilidad será efectuada por el presidente de la sala.", en este caso, por su Señoría.

No obstante haber llegado sólo hoy en la mañana el proyecto, me di tiempo para leer sus disposiciones y llegué a la conclusión de que, claramente, hay a lo menos tres preceptos que vulneran los artículos 14 y 15 de la citada ley orgánica constitucional, por lo que formalmente solicito al señor Presidente que suspenda su tramitación hasta que se subsanen esos aspectos.

El primero de ellos dice relación con la norma del artículo 37 del proyecto, que se refiere a quienes votan en las elecciones primarias. Expresa: "Son electores, para los efectos de la presente ley, los ciudadanos y extranjeros inscritos en los registros electorales, con excepción de los afiliados a los partidos políticos que no integren el o los pactos que se someten a la respectiva elección primaria".

Esta norma intenta modificar lo señalado en el número 15º del artículo 19 de la Constitución Política, que establece el derecho de asociación. Dice: "Los partidos políticos no podrán intervenir en actividades ajenas a las que les son propias ni tener privilegio alguno o monopolio de la participación ciudadana; la nómina de sus militantes se registrará en el servicio electoral del Estado, el que guardará reserva de la misma...". Hasta ahora, esto ha sucedido en forma irreversible.

Las inscripciones en los registros electorales son reservadas para efectos del partido que las tiene y del servicio electoral, pero no se puede, sino cambiando la Constitución, depurar los registros de votantes en términos de que no voten personas que pertenecen a otro partido; y ello porque no puede estamparse esta diferenciación, sino conociendo militantes de otras facciones. O sea, al implementar el artículo 37 del proyecto se modificaría el número 15º de la Constitución, cuestión que no se puede vincular en el proyecto, conforme lo establecen claramente los artículos 14 y 15 de la ley orgánica del Congreso Nacional.

La segunda irregularidad que, a mi juicio, no admite interpretación diferente alguna, dice relación con el artículo 80 del referido proyecto, que se refiere a los efectos de las elecciones primarias. En efecto, esta norma establece en forma bastante nítida que "no podrán ser candidatos a la elección presidencial respectiva quienes hubieren sido candidatos en las elecciones primarias y no hubieren resultado electos; los militantes de cualquiera de los partidos integrantes del respectivo pacto de primarias; los que hubieren sido militantes de cualquiera de los partidos indicados y se hubieren desafiliado con sesenta días de anticipación, a lo menos, a la fecha de vencimiento del plazo para declarar candidaturas en la elección primaria".

Esta norma modifica claramente lo establecido en el artículo 25 de la Constitución, que su Señoría debe tener a la vista. ¿Qué dice ese artículo? "Para ser elegido Presidente de la República se requiere haber nacido en el territorio de Chile, tener cumplidos cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio".

O sea, a través del artículo 80 se está estableciendo un requisito respecto del citado artículo 25, en el sentido de modificar los efectos de la Constitución para ser candidato a Presidente de la República. Entonces, bajo esta norma nueva, una persona que quiera ser candidato a Presidente de la República no sólo tendría que atenerse a las normas de la Constitución, sino también a la del artículo 80 de la ley de primarias que modifica dicha Constitución.

Por último, el artículo 14 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional establece textualmente: "Los fundamentos de los proyectos deberán acompañarse en el mismo documento en que se presenten, conjuntamente con los antecedentes que expliquen los gastos que pudiere importar la aplicación de sus normas, la fuente de los recursos que la iniciativa demande y la estimación de su posible monto".

Esto es aplicable a todos los proyectos que ingresan al Parlamento.

¿Qué establece a este efecto el proyecto de primarias? Un escuetísimo informe de don Joaquín Vial Ruiz-Tagle, director de Presupuestos, quien expresa -y esto es relativamente novedoso, porque se había señalado que estas primarias no iban a costar plata, pero se está pidiendo establecer nuevos impuestos para pagar una serie de otras cosas; es decir, hay plata para la política- que esto costará, a lo menos, 942 millones de pesos como gasto fiscal directo, que se financiarán con cargo a reasignaciones del presupuesto del Ministerio del Interior y, en lo que faltare, con cargo al Tesoro Público, ya que para estos efectos, al parecer, sí hay plata.

Pero es muy importante lo que dice posteriormente -quiero que los parlamentarios, por favor, me ayuden a recepcionar, en conjunto, este tema-: "En la eventualidad de que este proyecto generase gastos fiscales por vía indirecta en otras instituciones distintas al Ministerio del Interior, éstos deberán ser solventados con cargo a sus propios presupuestos".

El artículo 14, nítido, tiene que explicar cuánto se va a gastar, de dónde va a salir la plata y cuánta es la estimación de su posible monto. No podemos aprobar, en teoría, un proyecto de ley que diga, lisa y llanamente, que esto vale 942 millones de pesos. ¿Y si resulta que vale más, porque el proyecto lo dice? Advierto a su Señoría que, por lo menos, hay 12 millones de dólares insertos, según los estudios que han realizado sectores independientes sobre la iniciativa.

Para terminar, solicito que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 15 de la ley orgánica constitucional del Congreso y de su obligación irrenunciable como Presidente de la Sala, declare la inadmisibilidad del proyecto; es decir, no lo someta a tramitación, ya que propone, en forma conjunta, normas de ley y de reforma constitucional -según lo explicitado en los números 1) y 2)- y porque, adicionalmente, no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 14 respecto de los gastos.

Obviamente -aunque no creo que sea necesario-, me reservo la facultad de recurrir ante el Tribunal Constitucional; pero -reitero-, me parecen tan claras las deficiencias que contiene el proyecto respecto de la ley orgánica constitucional, que solicito su intervención en la materia a fin de que, conforme a la ley, declare que no se admite a tramitación ese proyecto por las razones expuestas.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, estudiaremos su presentación. Mientras tanto, se retirará de la Cuenta el proyecto y se suspenderá su tramitación para emitir una opinión fundada al respecto.

AUTORIZACIÓN A COMISIONES PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia solicita el asentimiento de la Sala para poder sesionar simultáneamente con ella los días jueves, en el entendido que se destinarán dichas sesiones esclusivamente al despacho de proyectos iniciados en mociones parlamentarias.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Asimismo, las Comisiones unidas de Agricultura y de Recursos Naturales solicitan el acuerdo de los señores diputados para sesionar simultáneamente con la Sala mañana jueves, a fin de concluir el trabajo ordenado por la Cámara respecto de la situación que afecta al jurel.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

La Comisión de Régimen Interno también solicita autorización para sesionar en forma simultánea con la Sala, a contar de las 16.30 horas de hoy.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

 

V. FÁCIL DESPACHO

CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE CHILE Y EL GRAN DUCADO DE LUXEMBURGO. Primer trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En Fácil Despacho, corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el Convenio de seguridad social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gran Ducado de Luxemburgo.

Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores es el señor Alessandri.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín Nº 2075-10, sesión 33ª, en 19 de agosto de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 1.

-Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, sesión 11ª, en 30 de junio de 1998. Documentos de la Cuenta Nº 11.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el señor diputado informante.

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, me corresponde informar acerca del proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de seguridad social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gran Ducado de Luxemburgo, suscrito en Luxemburgo, con gran entusiasmo, el 3 de junio de 1997.

Desde mi punto de vista, estamos en presencia de un nuevo artilugio o de una pirotecnia elaborada -imagino yo- por funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores.

En cuanto a su redacción, el convenio es aceptable en su fondo y forma, y tiene por objeto fundamental permitir a los afiliados y beneficiarios de la seguridad social, tanto en Chile como en el Gran Ducado de Luxemburgo, tramitar y percibir pensiones de vejez, invalidez, etcétera.

A los señores diputados que no conocen este Gran Ducado, les informo que su población es de 415 mil habitantes; es decir, menor que la de la comuna de Maipú, que represento en esta Cámara.

En los últimos diez años, este Ducado ha tenido una tasa media de inflación de 5 por ciento, pero es muy interesante destacar que su ingreso per cápita es del orden de 39.800 dólares.

Hemos investigado cuántos luxemburgueses han visitado Chile en los últimos cinco años y me he encontrado con la novedad de que ninguno de ellos ha pisado nuestra patria. En sentido inverso y para cumplir con mayor acuciosidad el encargo que me ha formulado la Comisión de Relaciones Exteriores, me interesé en saber cuántos chilenos se han avecindado en Luxemburgo, habida consideración del gran ingreso per cápita que allí existe. Al respecto, se me informó que en los últimos cinco años han pasado en tránsito por ese Ducado 104 chilenos, pero no sabemos que haya permanecido allí ni uno solo.

Parte de esta información me la proporcionó con mucha gentileza el señor Subsecretario de Previsión Social, a quien le estoy especialmente reconocido por su deferencia. Le manifesté que, por situaciones propias de la vida al interior de la Cámara, era imposible que él estuviera presente hoy en la Sala, pero que, en todo caso, le agradecía su gentileza. Asimismo le hice presente que habría sido mejor suscribir un convenio con el Benelux, integrado por Bélgica, Holanda y Luxemburgo, por cuanto en ese Estado no hay embajada chilena y sólo concurre a él nuestro embajador en Bélgica.

No he querido hacer risa de esta situación, pero consideré que era mi obligación informar de la manera más completa posible acerca de la trascendencia del proyecto, en el que se ha gastado tanto papel y a cuyo estudio han dedicado tantas horas de trabajo los señores parlamentarios y muchos funcionarios de Gobierno.

No obstante esta situación y como este convenio es exactamente igual a los que en fecha próxima conocerá la honorable Cámara, relativos a Austria y Uruguay, nuestra Comisión de Relaciones Exteriores acordó solicitar que lo aprobemos por unanimidad, dado que tenemos completa información acerca de cuánta gente recibirá beneficios de este convenio.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Felipe Valenzuela.

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, quiero hacer presente, ante risas un poco curiosas de distinguidos colegas, que no se trata de comparar Luxemburgo con los países más grandes de Europa, sino, más que nada, de ver que el convenio aborda un tema de seguridad social relacionado con los derechos humanos. 

Alguien ha sostenido siempre que una vida vale mucho, y yo considero que ese tema está vinculado con la existencia misma de las personas. Mientras exista un chileno que necesite regularizar un problema previsional, es bueno gastar el dinero que se requiera para ello. Ésa es la situación.

A lo mejor han pasado cuatro chilenos por Luxemburgo, o quizás muchos más, porque ese país limita con Bruselas. Como nos contaba alguien que regresaba de Francia, donde se efectúa el Campeonato Mundial de Fútbol, muchos compatriotas, hasta el día de hoy, se sienten discriminados en Europa por el color negro de su pelo, por su altura o personalidad. De manera que cuando un gobierno, por pequeño que sea, no discrimina para suscribir un convenio con Chile en materia de seguridad social, creo que debemos actuar con seriedad y aprobarlo más por su contenido que por los beneficios que representa.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, la médula de lo expresado por el diputado informante es su petición para que apoyemos, en forma unánime, este convenio que ayuda a incorporarnos en forma más completa a Europa. 

Debemos mirar este convenio tanto por lo que representa hoy como por lo que puede significar mañana. Naturalmente, no podemos decir cuántos chilenos o luxemburgueses podrán beneficiarse con él. Pero, como una manera de dar un paso positivo en materia de seguridad social, nos sumamos a su aprobación.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

¿Habría acuerdo de la Sala para aprobar por unanimidad el proyecto de acuerdo informado por la Comisión de Relaciones Exteriores?

Aprobado.

Se deja constancia de la existencia del quórum necesario.

 

 

VI. ORDEN DEL DÍA

REGULACIÓN DE LA ASIGNACIÓN DE MÉRITO PARA LOS FUNCIONARIOS DE LA ATENCIÓN PRIMARIA DE SALUD MUNICIPAL. Primer trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional, del proyecto de ley que modifica el Estatuto de atención primaria de salud municipal.

Diputados informantes de las Comisiones de Salud y de Hacienda son los señores Venegas y Kuschel, respectivamente.

Antecedentes: 

-Mensaje, boletín Nº 2036-11, sesión 3ª, en 3 de junio de 1997. Documentos de la cuenta Nº 2.

-Informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda, sesión 11ª, en 30 de junio de 1998. Documentos de la Cuenta Nºs 14 y 15, respectivamente.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el señor Venegas.

El señor VENEGAS.- Señor Presidente, me corresponde informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que modifica el Estatuto de atención primaria de salud municipal.

Durante su estudio, se contó con la participación del señor Subsecretario de Salud; de la doctora Michelle Bachelet, asesora de esa Subsecretaría de Estado; de la señora Isabel Segovia, abogada; de la señora Sabina Pineda, asesora del Departamento de Atención Primaria, ambas del Ministerio de Salud, y de la señora Luna Israel, asesora del Ministerio de Hacienda. 

Asimismo se contó con la opinión del doctor Esteban Maturana, Presidente de la Confederación Nacional de Funcionarios de Atención de Salud Municipalizada, y de otros dirigentes nacionales, y del señor Manuel José Ossandón, Vicepresidente de la Asociación Chilena de Municipalidades y Presidente de la Comisión de Salud de la misma.

La modificación que se propone a la ley Nº 19.378, sobre Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, tiene por finalidad "regular una asignación de mérito que obtendrá anualmente el personal mejor calificado de los establecimientos respectivos" y corregir distorsiones que puede producir en las remuneraciones el componente de mérito de la carrera funcionaria.

La asignación de mérito que se regla premia a los funcionarios que sean evaluados positivamente por su desempeño para mejorar la calidad de los servicios en que laboran. Es un estímulo destinado a que se brinde mejor atención a los beneficiarios del sistema.

Asimismo, se modifica el artículo 22 de la ley Nº 19.429, de 1995, sobre reajuste de sueldos de los trabajadores del sector público, con el objeto de corregir las distorsiones generadas por no haberse considerado la planilla suplementaria en la disposición que determina la remuneración bruta mensual de los trabajadores de salud municipal. Dicha planilla tenía por finalidad cubrir las diferencias producidas con la entrada en vigencia del citado estatuto.

Se señaló en la Comisión que en el componente "mérito" de la carrera funcionaria se ha generado la dificultad que este proyecto corrige, ya que al momento de aplicar el Estatuto de Atención Primaria se hizo evidente que, si se ponía en práctica la norma vigente referida a la evaluación del mérito funcionario, las asignaciones que de esa aplicación resultaren entrarían a formar parte del sueldo base del funcionario, lo cual podría causar distorsiones, por cuanto el funcionario que tuviera una calificación meritoria y, además, buen puntaje por los otros elementos que componen la carrera, quedaría ubicado en un determinado nivel, y si posteriormente dicha calificación fuere menos meritoria, la renta tendría que variar, afectando de esta manera al conjunto de las otras asignaciones que se calculan sobre el sueldo base correspondiente a cada nivel.

Básicamente, el proyecto sustituye, en el artículo 23 del Estatuto, su letra c), para otorgar al mérito el carácter de una mera asignación, cuya característica fundamental radica en ser esencialmente transitoria, puesto que tiene la misma duración que la calificación que la origina.

El artículo 30 bis, que es una norma nueva, tiene por finalidad precisar la forma en que se otorga la asignación de mérito, para lo cual define los tramos y los porcentajes que corresponden a cada uno de ellos. En términos generales, se otorga un determinado porcentaje del sueldo base al 35 por ciento de los funcionarios mejor evaluados de cada categoría que se encuentren calificados en lista 1 ó 2 y que formen parte de la dotación de un establecimiento de atención primaria.

Asimismo, se modifica el inciso final del artículo 37 del Estatuto, a fin de precisar que en ningún caso la ponderación de los factores constitutivos de la carrera funcionaria podría implicar que los funcionarios desciendan de nivel.

Se sustituye el artículo 44 del citado Estatuto, con el objeto de puntualizar las características de las comisiones de calificación.

En relación con el financiamiento, cabe hacer presente que, según se señaló en la Comisión, se ha calculado considerando el 35 por ciento del total -alrededor de 18 mil funcionarios- de la dotación de atención primaria.

Los representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios de Atención de Salud Municipalizada, Confusam, manifestaron que era fundamental modificar las normas relacionadas con el mérito funcionario, puesto que, tal como están consignadas en el Estatuto, producirían distorsiones en los niveles de la carrera funcionaria de cada trabajador. Concuerdan con la existencia del mérito como asignación transitoria, pero discrepan de que se siga manteniendo como componente de la carrera funcionaria.

Lo expresado por los representantes de Confusam dio origen a que, en julio de 1997, la Comisión hiciera presente a los representantes del Ministerio de Salud la necesidad de buscar fórmulas de acercamiento entre lo solicitado por los trabajadores y lo propuesto por el Ejecutivo.

Con fecha 13 de octubre pasado, el Ejecutivo envió a trámite indicaciones que, según manifestó la asesora del Departamento de Atención Primaria del Ministerio de Salud, tienen por objeto no considerar el factor de "mérito" como elemento constitutivo de la carrera funcionaria. Las indicaciones eliminan la referencia a este factor en cada una de las disposiciones en que incide.

Sin embargo, se mantiene en el artículo 38 del Estatuto de Atención Primaria la definición del elemento "mérito", porque servirá como herramienta de gestión y permitirá a los municipios otorgar una asignación, previa calificación de todos los funcionarios. De esta forma, no incidirá en el puntaje para ascender en la carrera funcionaria, sino que sólo constituirá una asignación transitoria, otorgada de acuerdo con las calificaciones relativas de los funcionarios cada año.

Los recursos para pagar la asignación correspondiente al año 1998 ya están consultados en los presupuestos respectivos de los servicios de salud, en consideración a que el factor "mérito" está en la ley vigente, aun cuando no se ha podido hacer efectivo, por lo que esos mismos recursos se destinarán al pago de esta asignación.

Cabe hacer presente que esta asignación de desempeño se devenga a contar del 1° de enero de 1997, pero, como aún no se despacha esta iniciativa, un proyecto de ley otorgó un bono compensatorio por este período.

La Comisión, por unanimidad, aprobó en general y en particular el proyecto de ley con las indicaciones formuladas por el Ejecutivo.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Kuschel, como informante de la Comisión de Hacienda.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, asistieron a la Comisión de Hacienda, durante el estudio del proyecto, las señoras María Soledad Barría y Sabina Pineda, Jefa de la División de Recursos Humanos y Asesora del Ministerio de Salud, respectivamente, y los señores Ricardo Fábrega, Jefe de la División de Atención Primaria del Ministerio de Salud; Ramón Figueroa, Jacqueline Canales y Clelia Beltrand, Subdirector de Racionalización y Función Pública y Asesoras, respectivamente, de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

Como indicó el diputado informante de la Comisión de Salud, esta iniciativa persigue introducir varias modificaciones al Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, con el objeto de regular la asignación de mérito establecida en el artículo 3° transitorio de la ley N° 19.378.

El informe financiero, elaborado por la Dirección de Presupuestos con fecha 26 de mayo de 1997, estimó que el mayor gasto anual comprometido para ese año, por concepto de asignación de mérito, es de 1.331 millones de pesos. 

Estos recursos están consignados en el subtítulo 22 del presupuesto de los servicios de salud para 1997 y 1998.

"Respecto de la ampliación de la definición de remuneración bruta mensual del artículo 22 de la ley Nº 19.429, conforme al artículo 2º del proyecto, se precisa que no importará recursos adicionales a los ya contemplados para la bonificación de la referida ley en el Presupuesto".

En la Comisión de Hacienda se debatió acerca de las razones para suprimir la referencia al mérito en la ley Nº 19.378.

Los representantes del Ejecutivo manifestaron que se desea suprimir el efecto del mérito en las remuneraciones; pero, en ningún caso, como factor dentro de la carrera funcionaria. 

A su vez, varios miembros de la Comisión hicieron presente que esta asignación de mérito y la corrección correspondiente no debían significar mayores desembolsos a los presupuestos municipales.

Sin perjuicio de lo anterior, se consideró positivo que el proyecto separara la asignación de mérito como remuneración, del elemento mérito en la carrera funcionaria.

El señor Ramón Figueroa, Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, precisó que los recursos para dar cumplimiento al proyecto están considerados en la ley de Presupuestos, ya que se trata de un gasto permanente, y que el proyecto sólo cambia el mecanismo vigente por una asignación con los caracteres señalados.

La Comisión de Salud dispuso que la Comisión de Hacienda se pronunciara sobre todo el proyecto.

En el artículo 1º, se modifica la ley Nº 19.378, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal.

Por el numeral 1 se reemplaza, en el artículo 22, la expresión "la capacitación y el mérito" por "y la capacitación".

Puesto en votación este numeral, fue aprobado por 10 votos a favor y 1 voto en contra.

En el numeral 2 se incorpora, en la letra c) del artículo 23, la "asignación de mérito" en el rubro "Demás asignaciones."

Puesto en votación este numeral, también fue aprobado por la misma votación.

En el numeral 3 se intercala un artículo 30 bis, nuevo, que regula la asignación anual de mérito para los funcionarios que señala.

Puesto en votación este numeral, fue aprobado por 10 votos a favor y una abstención.

Por el numeral 4 se modifica el artículo 37, que define qué se entiende por carrera funcionaria. En la letra a) se reemplaza, en el inciso segundo, la frase "su capacitación y su mérito funcionario" por "y su capacitación". 

En la letra b) se elimina, en su inciso final, la palabra "tres" y se reemplaza la expresión "letras a), b) y c)" por "letras a) y b)".

Por el numeral 5 se reemplaza, en el inciso segundo del artículo 39, la frase "los factores constitutivos de la carrera funcionaria, esto es, la experiencia, la capacitación y el mérito", por "los elementos de la carrera funcionaria señalados en las letras a) y b) del artículo anterior".

Puestos en votación los numerales 4 y 5, fueron aprobados por 10 votos a favor y 1 voto en contra.

En el artículo 2º se reemplaza el inciso final del artículo 22 de la ley Nº 19.378 para el cálculo de la remuneración bruta mensual del personal citado. Se incorpora la planilla suplementaria que establece la letra c) del artículo 3º transitorio de la misma ley y se corrige la referencia al artículo 6º de la ley Nº 19.200, porque corresponde hacerla al artículo 3º.

Puesto en votación el artículo 2º, fue aprobado por 9 votos a favor, 1 voto en contra y una abstención.

Por el artículo 1º transitorio se entiende suspendido el proceso de calificación regido por la ley Nº 19.378, entre septiembre de 1996 y agosto de 1997, y se dispone que dicho proceso se hará dentro de 90 días contados desde la publicación de la ley en tramitación. La asignación de desempeño por el período se devengará desde el 1º de enero de este año.

Puesto en votación este artículo, fue aprobado por 9 votos a favor y 3 abstenciones.

En el artículo 2º transitorio se preceptúa que el mayor gasto que represente el proyecto se financiará con cargo a los recursos de los presupuestos de los servicios de salud de cada año.

La Comisión, luego de evaluar los antecedentes entregados por los técnicos del Ejecutivo, en el sentido de que la iniciativa no genera un nuevo gasto, consideró innecesario este artículo.

Puesto en votación, fue rechazado.

Es todo cuanto puedo informar.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto. 

Tiene la palabra la Diputada señora María Victoria Ovalle.

La señora OVALLE (doña María Victoria).- Señor Presidente, la asignación de mérito que dispone este proyecto premia y estimula a los funcionarios que sean evaluados positivamente por su desempeño para mejorar la calidad de los servicios en que laboran, lo que me parece muy bien, porque todo incentivo redunda en una atención mucho más eficiente de los usuarios. En este caso, el incentivo apunta a brindar mejor atención, especialmente a los pacientes de menores recursos. 

Sin embargo, no estoy de acuerdo con la forma en que está integrada la comisión que calificará al 35 por ciento del personal que sería beneficiado con esta asignación de mérito. Dicha comisión estará formada por una autoridad de salud, por el director del establecimiento en que se desempeña el funcionario que va a ser calificado y por dos funcionarios de su mismo nivel. 

Al leer el proyecto -fue tratado por la Comisión el año pasado y, por lo tanto, no participé-, noto que en dicha comisión calificadora falta la participación de los pacientes. ¿Quién mejor que el enfermo puede opinar más objetivamente si quien lo atendió lo hizo bien o mal? Es algo sumamente importante. Asimismo, serviría para que el médico se esmerara por atenderlo mucho mejor, porque sabría que su opinión influirá en su calificación posterior. 

Hay muchas maneras de lograr esto. Por ejemplo, en cada consultorio podría existir un libro en el cual el paciente estampara su reclamo y dejara constancia de si fue bien o mal atendido. Además, dicho libro podría ser leído cuando la comisión evalúe y califique a ese 35 por ciento de los funcionarios.

Por lo tanto, formularé la indicación pertinente, porque me parece obvio y ayudaría a que el paciente fuera mejor atendido, logrando así lo que pretendemos: una atención eficiente y expedita.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, estamos en presencia de una modificación del Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, establecido por la ley Nº 19.378, publicada en el Diario Oficial el 13 de abril de 1995.

No sé si es sólo por satisfacción o por el orgullo que pueda asistirnos a quienes hemos participado en la discusión de proyectos de esta naturaleza y envergadura, pero sí puedo decir que se trata de perfeccionar el proyecto sobre atención primaria de salud municipalizada, elaborado por la Comisión de Salud y convertido posteriormente en ley de la República. 

Lo que hoy tratamos de hacer no es introducir modificaciones estructurales a la ley, sino sencillamente efectuar algunas correcciones respecto de una materia muy precisa y determinada: la asignación de mérito. De manera que la inquietud de la Diputada señora Ovalle es perfectamente aceptable, puesto que hoy legislamos respecto del mérito, eliminándolo como elemento integrante de la carrera funcionaria.

La iniciativa fue objeto de una larga tramitación: desde su aprobación por la Comisión de Salud, el 16 de diciembre de 1997, han transcurrido seis meses y medio, y fue enviada por el Ejecutivo el 3 de junio de 1997. De manera que todos los diputados que participamos en su estudio, prácticamente ya habíamos olvidado algunas materias; sin embargo, hemos recordado con facilidad su idea matriz.

El proyecto tiene por objeto regular la asignación de mérito que le correspondería percibir al personal mejor calificado de los establecimientos de atención primaria de salud municipal. Podría pensarse que la larga tramitación de la iniciativa perjudicó a los funcionarios, dado que dejaron de percibir dicha asignación durante todo este tiempo; sin embargo, nos asiste la tranquilidad y satisfacción de haber aprobado el proyecto -ya es ley de la República- que concede, por una sola vez, un bono no imponible de 71.400 pesos al personal de atención primaria de salud municipal regido por la ley Nº 19.378, que se encontraba prestando servicios al 31 de agosto de 1996. Dicho bono especial era incompatible con cualquier otro beneficio otorgado a los funcionarios en atención a su evaluación o mérito funcionario durante 1997. "Todo monto que pudiera establecerse con posterioridad por estos conceptos, se imputará al recibido de conformidad con esta ley". 

Cabe hacer presente que dicha bonificación ya se pagó, en razón de que, como durante la tramitación de la iniciativa se esperaban indicaciones del Ejecutivo que la perfeccionaran, no se podía esperar el término de su tramitación para pagarla.

Hubo una discusión bastante larga, con participación de los colegios profesionales, representantes de la Confederación Nacional de Funcionarios de Atención de Salud Municipalizada y el Ejecutivo. El diálogo se puede calificar como muy positivo por los resultados obtenidos. 

Hay circunstancias formales que caracterizan a los dos proyectos. Respecto de la bonificación, el Gobierno contrajo, con los dirigentes, el compromiso de enviar el proyecto para el pago de la bonificación, y lo cumplió.

Para elaborar el proyecto en discusión se constituyeron previamente comisiones de trabajo con el Ministerio de Salud, a fin de concordar las modificaciones del Estatuto de Atención Primaria de Salud. A su vez, la confederación de funcionarios de la salud municipalizada tuvo gran participación en las sesiones de la Comisión, en la que plantearon observaciones a algunos artículos del proyecto.

Creo que esto es importante, porque no estamos legislando con prescindencia de los beneficiarios; por el contrario, se está trabajando con ellos y tomando en cuenta su valiosa participación. Gracias a ello se ha obtenido como producto un proyecto de ley, cuyo articulado ha sido aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión.

Es indiscutible que el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal constituye un gran paso en la regulación de las materias referidas a ese sector; sin embargo, también es verdad que no cumple en forma plena con los objetivos originales que se tuvieron en vista. De hecho, así lo han reconocido las autoridades de la salud. Por ello, el acta suscrita entre los dirigentes de ese sector y el Ministerio ha conducido a la redacción de esta iniciativa, claramente concordada.

Entonces, es necesario que esto se conozca, porque valida y legitima lo que se está haciendo, lo que es consecuencia de la necesidad de perfeccionar el estatuto pertinente. Son, aproximadamente, 18 mil funcionarios, de los cuales el 35 por ciento accederá a la asignación de mérito.

La asignación de mérito que regula el proyecto, por supuesto que estimula a los funcionarios a ser más eficientes en su trabajo; todos aquellos que sean evaluados positivamente por su desempeño serán premiados, con lo que se logrará mejorar la calidad de los servicios en que laboran y la atención de la salud; pero, fundamentalmente, el funcionario premiado tendrá un mayor ingreso familiar. 

El Ejecutivo consideró como remuneración esta asignación, dejándola, en el texto de la letra c) del artículo 23, junto con la asignación por responsabilidad directiva, la asignación por desempeño en condiciones difíciles y la asignación de zona.

No obstante, esta asignación por mérito no puede ser considerada como componente de la carrera funcionaria, sino como una asignación transitoria anual, pagadera en marzo, junio, septiembre y diciembre, sujeta a la evaluación por desempeño funcionario. Si se considerara como factor integrante de la carrera funcionaria -criterio postulado inicialmente por el Ejecutivo-, los funcionarios fluctuarían entre los grados y las jerarquías de niveles superiores e inferiores, en una situación de inestabilidad e incertidumbre. Por otra parte, los no evaluados también quedarían fuera de la carrera funcionaria. Entonces, me parece bien y muy pertinente que el Ejecutivo, en respuesta a una observación de los representantes de la confederación, haya asumido esta situación y presentado una indicación que tiene por objeto excluir el factor de mérito como elemento constitutivo de la carrera funcionaria, y eliminar su referencia en cada una de las disposiciones que dicen relación con la carrera funcionaria, como son los artículos 22, 37, letra a); 37, inciso final, y 39, inciso segundo. Éste fue el punto central de la discusión, y nosotros, como diputados, interpretando el sentir de los funcionarios municipalizados y también en consideración a que su rechazo perjudicaría a los funcionarios calificados, hemos aprobado esta indicación.

De manera que el artículo 37, inciso final, será claro al señalar que los elementos constitutivos de la carrera funcionaria señalados en el artículo 38, letras a) y b) -se elimina el factor mérito-, se ponderarán en puntajes cuya sumatoria permitirá el acceso a los niveles superiores. Sólo la capacitación y la experiencia darán lugar al puntaje para la carrera funcionaria, razonable solución que ha tenido excelente acogida por los funcionarios de la salud primaria municipal.

Por otro lado, acogiendo la inquietud de la Asociación Chilena de Municipalidades en cuanto a un eventual financiamiento del beneficio, estamos de acuerdo en que el mayor gasto fiscal que represente la iniciativa se financie con cargo al presupuesto de cada año de los respectivos servicios de salud, y no como lo establecía el proyecto original, que sólo se refería al presupuesto de 1997, dejando en una nebulosa los otros años. 

Con esto, se acoge la inquietud de la Asociación Chilena de Municipalidades, que en su informe dice que la asignación de mérito, así como otros beneficios que importen perfeccionar el mecanismo de reconocimiento y estímulo a la excelencia del sector público, se pueden ver fuertemente amenazados por la inseguridad de contar con el financiamiento del Estado.

Creemos que con la modificación del artículo 2º transitorio y eliminando la expresión "para el año 1997", como allí aparece, se salva la situación y se garantiza su pago, sobre todo cuando el Ministerio señala que los recursos para la asignación correspondiente a 1998 ya están en los presupuestos de los respectivos servicios de salud, toda vez que el factor mérito está contemplado en la ley vigente.

El proyecto de ley responde en gran parte a las inquietudes de los funcionarios de la salud municipalizada, por cuanto corrige las distorsiones que se producían en las remuneraciones al señalar la asignación de mérito como componente de la carrera funcionaria.

Como el proyecto, que en líneas generales es bastante armónico, y que puede ser perfeccionado a través de las indicaciones, y porque ha sido aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión, examinado, discutido y rediscutido, y como cuenta con la aprobación de la Asociación Chilena de Municipalidades y, al parecer, de sus funcionarios, así como del Parlamento y del Ejecutivo, mi bancada lo votará favorablemente en los términos que he señalado.

He dicho. 

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Sergio Aguiló. 

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, quiero adelantar desde ya el voto favorable de los diputados de la bancada del Partido Socialista respecto de este proyecto.

No es necesario sintetizar sus principales disposiciones porque tanto el informe del Diputado señor Venegas, miembro de la Comisión de Salud, como el del Diputado señor Kuschel, de la Comisión de Hacienda, han sido suficientemente amplios y completos para ilustrar adecuadamente a los miembros de la Sala.

Además, el proyecto es simple y sencillo. Se trata de modificar, en algunos aspectos concretos, el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal para regular adecuadamente la asignación de mérito a que tienen derecho los funcionarios que se desempeñan en los consultorios y postas rurales de la atención primaria de la salud municipalizada.

El problema que era indispensable regular consistía en que en la primera versión, en la original de la ley, el estatuto contemplaba que la asignación debía ser parte del sueldo base, lo que generaba la circunstancia de que si un funcionario, en virtud de la calificación previa, tenía derecho a recibir la asignación de mérito y, por lo tanto, a incrementar su sueldo base en un año determinado, al año siguiente podía verse en una circunstancia distinta, desmedrada, es decir, no ser parte del 35 por ciento mejor calificado, sino del 65 por ciento restante y, por consiguiente, ver mermada no sólo su asignación adicional, sino su sueldo base y, como sobre esa base se calcula un conjunto de otras asignaciones, el total de sus estipendios y remuneraciones. No era ésa la idea original, sino simplemente premiar adecuadamente a los funcionarios que mejor se desempeñan.

Por eso, se trató de hacer una distinción entre el sueldo base y la asignación de mérito, componente externo, que no modifica ni para bien, ni para mal, el sueldo base del trabajador, lo que se logra a través de este proyecto que modifica el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal.

Sin embargo, la Diputada señora Victoria Ovalle planteó un tema extraordinariamente relevante, al recordar cómo los funcionarios del sector público, en este caso, de un segmento muy específico, los trabajadores de los consultorios de atención primaria de salud, a través de un mecanismo equis -el pago de una asignación por mérito-, son objeto de un incentivo para mejorar su desempeño, lo cual, finalmente, debe redundar en una mejor atención a los usuarios. Ése es el resultado final, no un mero mejoramiento administrativo u ordenamiento de disposiciones administrativas que pudieran regir a un sector de trabajadores, sino que, al final, si la ley es bien concebida y bien aplicada, debería tener como resultado una mejor atención a los usuarios. Y, si son ciertas las encuestas a la opinión pública y las percepciones de los parlamentarios que participan en la Corporación, en el sentido de que, en general, los reclamos sobre la atención pública de salud se concentran en la atención primaria, es decir, en aquella que reciben los usuarios en consultorios y policlínicos municipalizados, es particularmente relevante estimular la buena atención que brindan dichos funcionarios.

La Diputada señora Victoria Ovalle propone algo de sentido común: que la comisión que evalúe a los funcionarios que mejor se desempeñan, que tienen más méritos y hacen esfuerzos por merecer esta asignación de mérito, también reconozca la opinión de los usuarios directamente involucrados en esta atención.

Por desgracia, no podemos modificar su composición porque, como bien nos ilustró hace un momento -en una conversación privada- el Diputado e ilustre abogado señor Huenchumilla, significaría modificar un organismo de la Administración, y de acuerdo con el artículo 62 de la Constitución, los parlamentarios no podemos intervenir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Por ende, por muy acertada que nos parezca la proposición de la Diputada señora Victoria Ovalle, plantear una indicación de esta naturaleza, sería inadmisible.

Además, no obstante ser su inspiración correcta, en mi opinión, hay un problema de fondo: en la actualidad, las organizaciones de usuarios y de mandantes de la salud son extraordinariamente precarias e insuficientes, y cualquier representante podría, de manera relativamente peligrosa, no representar adecuadamente al conjunto de los usuarios, como ocurre en la idea original de una propuesta como la planteada por la señora diputada.

Creo que en este caso correspondería aprobar el proyecto en los términos informados por las Comisiones de Salud y de Hacienda, y conversar con los representantes del Ejecutivo para estudiar la posibilidad de que incorpore una indicación durante el segundo trámite constitucional, en el Senado, que recoja el espíritu de la idea de la Diputada señora Victoria Ovalle, para incorporar, de alguna manera, las opiniones de los usuarios al momento de evaluar a los funcionarios de la atención primaria de salud municipal. Una forma podría ser que un representante de los usuarios estuviera en la comisión, pero hay otras como el formulario de encuesta que cada usuario puede responder a la salida del consultorio, una vez que sea atendido en alguno de los programas que tienen regularmente. Puede haber otras fórmulas, como un libro de reclamos o de opiniones abierto a consideración de los usuarios de los consultorios de la atención primaria, o buscar otras lo más objetivas posible, a fin de incorporarlos en este tema tan importante, que es cómo incentivar a los trabajadores para que, en lo posible, se desempeñen en forma adecuada en la atención de los usuarios.

Dejo planteada esta iniciativa. Al mismo tiempo, reitero que la bancada del Partido Socialista apoyará en general y en particular la iniciativa legal en estudio.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Recuerdo a los señores diputados que el proyecto se votará a las 18 horas, y como contiene disposiciones de ley orgánica constitucional, se requieren 68 votos para su aprobación.

Tiene la palabra el Diputado señor Juan Masferrer.

El señor MASFERRER.- Señor Presidente, el proyecto que modifica el Estatuto de Atención Primaria de Salud, me permite plantear la siguiente idea.

En primer lugar, antes de referirme al fondo, quiero dejar constancia y recordar a mis honorables colegas, que esta iniciativa ingresó al Congreso Nacional el 3 de junio de 1997, y recién, hoy, 1 de julio de 1998, la estamos discutiendo en general -como muy bien lo hacía notar el honorable Diputado señor Ojeda-, lo que resulta contradictorio con la problemática de salud que se vive en el país, y que según la opinión del Gobierno merece una preocupación prioritaria dentro del plan gubernamental, lo que, en los hechos, resulta claramente desmentido, ya que si ello fuera efectivo, se habría dado prioridad al estudio de esta iniciativa legal; sin embargo, vemos que lleva más de un año durmiendo el sueño de los justos.

Todo ello conforma la triste realidad de este Gobierno concertacionista, ya que hoy envía un proyecto de primarias, al cual le da una importancia trascendental; antes, hubo una reforma constitucional; y, posteriormente, se preocupan de una acusación constitucional, mientras la gente sigue esperando en los consultorios y los niños siguen hacinados en los hospitales; pero al parecer, el Gobierno se preocupa de la salud cuando ella es primera página en los medios de comunicación.

Lamentablemente, al no poder avanzar en esta importante materia, hemos retardado, y no por culpa nuestra, el beneficio económico a los trabajadores de la salud y, al mismo tiempo, con un efecto e impacto en la calidad de la atención a los usuarios del sistema público de salud municipalizado.

Ahora bien, entre sus principales objetivos, el proyecto introduce una asignación de mérito en el sistema de remuneraciones; sustituye la comisión calificadora y corrige la base de cálculo en la base mínima mensual de los técnicos, administrativos y auxiliares afectos al Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal.

A mi juicio, resulta una iniciativa con una base de lógica sustentable, toda vez que perfecciona el sistema remuneracional, teniendo como principal incentivo para el trabajador su mejor y más óptimo desempeño funcionario, intentando resolver un antiguo problema que se suscita en toda la Administración Pública, ya que da exactamente lo mismo desarrollar una actividad de manera eficiente que ineficiente, puesto que, de todas maneras, al final de mes, se cuenta con la remuneración correspondiente.

Al respecto, me permito hacer la siguiente reflexión: no cabe duda de que en un Estado moderno deben introducirse modificaciones legales que hagan posible, al igual que en el área privada, flexibilizar y modificar las normas de manera tal de estimular o compensar económicamente a aquellas personas que cumplen eficientemente su gestión, alcanzando metas y objetivos para los cuales fueron asignadas. Pero de la misma forma, debería existir la flexibilidad necesaria para evaluar remuneracionalmente a los funcionarios que no cumplen eficientemente dicha función, pudiendo, incluso, alcanzar la destitución del cargo si la falta de acuciosidad en su desempeño laboral no alcanza estándares mínimos de eficiencia.

En ambos casos, debemos confiar en que estamos hablando de una Administración Pública sana y despolitizada, donde los procedimientos a seguir en cuanto a la calificación otorgada al funcionario, repercutirán directamente en su remuneración, lo que redundará en un marco de interés público y ajeno a cualquier otra consideración e interpretación que no sea el incentivo económico que se le otorgará al eficiente funcionario por el trabajo realizado.

En cuanto a la nueva integración de la comisión de calificación que establece el proyecto, la que se lograría con la participación de representantes elegidos por sufragio dentro de los mismos funcionarios, a mi entender representa una herramienta sana respecto de la participación de todos los sectores involucrados, pero, a la vez, pudiese resultar riesgosa en cuanto a la politización del mismo organismo, lo que llevaría a desvirtuar la naturaleza de dicha comisión.

Por lo tanto, aprobaré la idea de legislar sobre la materia, al igual como lo hará la Unión Demócrata Independiente, lo que no impide que sea honesto y realice una crítica constructiva y deslinde responsabilidades políticas sobre temas que realmente importan y afectan en forma directa a los sectores más pobres de la población.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Diputada señorita Antonella Sciaraffia.

La señorita SCIARAFFIA (doña Antonella).- Señor Presidente, para nadie es un misterio la importancia del proyecto, que viene a hacer justicia a personas que, a veces, trabajan en condiciones muy difíciles.

La salud es una de las principales preocupaciones de la comunidad y los gobiernos de la Concertación han puesto especial énfasis en ella, pero sabemos que hay muchas cosas por hacer. Un tercio de los establecimientos de salud existentes en el país han sido construidos en esas administraciones; sin embargo la situación de la salud primaria preocupa a todos.

Como diputada por la provincia de Iquique me he preocupado de visitar el hospital de Alto Hospicio y muchos otros establecimientos, advirtiendo que quienes laboran en ellos lo hacen con muy pocos recursos no sólo físicos o materiales, como medicamentos e instrumental, sino que también con escaso personal médico.

Cuesta entusiasmar a los médicos para que trabajen en Iquique, zona alejada del centro del país, con lo cual los pobladores deben permanecer en largas listas de espera para recibir atención de un profesional.

Ésta es una excelente iniciativa, que estimulará de alguna manera a quienes trabajan en los establecimientos de atención primaria de salud, los cuales todos los días deben lidiar, por una parte, con la tremenda demanda que existe y, por la otra, con la falta de recursos.

Aprovecho de hacer un llamado a las autoridades del municipio de Iquique, uno de los más ricos del país, para que invierta más en la atención de salud primaria. Sabemos que se hacen muchos gastos en turismo, que también es importante, y en otros asuntos relevantes, pero la salud es una preocupación fundamental de la gente. Es necesario que los municipios puedan focalizar recursos hacia la atención de salud primaria, en especial aquellos que los disponen en mayor cantidad.

También es importante considerar la opinión de los usuarios en esta calificación. Entonces, por un lado, debe entregarse un incentivo a quienes con amor y vocación trabajan en estos establecimientos y, por otro, escuchar a la gente -que son los de menos recursos- que requieren esta atención.

Por esa razón, y porque éste es un paso más de los muchos que se deben dar para mejorar la atención de salud, votaré a favor del proyecto.

Espero que se sigan presentando iniciativas de este tipo, para que finalmente contemos con una salud digna para nuestra población y que la gente no se sienta como ciudadanos de segunda clase, sino protegidos por el Estado, el cual tiene el deber de ampararlos. Creo que en eso mis colegas estarán de acuerdo.

Por las razones expuestas, votaré a favor del proyecto.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Pablo Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, votaremos favorablemente el proyecto que, en términos generales, perfecciona la norma establecida en la ley Nº 19.378.

La Comisión de Hacienda acordó rechazar el artículo 2º transitorio, el cual establecía que si este proyecto significaba mayores recursos, éstos se financiarían con los presupuestos de los distintos servicios. 

Deseo referirme específicamente a este punto, porque la iniciativa hace aplicable la asignación de mérito a todos los funcionarios de la atención primaria de salud municipal.

Lo que ocurrió es que, aproximadamente, catorce municipios incorporaron ya este beneficio como asignación. Por esta razón, como todos sabemos, se debió establecer el pago de un bono de 71.400 pesos para los funcionarios del resto de los municipios del país. Lamentablemente, en la redacción de la norma que lo otorgó fue muy difícil implementar el concepto de mérito que se diseñó en la ley Nº 19.378.

Como se puede apreciar de la lectura del texto, varias de estas modificaciones son de adecuación. Pero rescataría la más importante, la de separar en el cálculo del sueldo la asignación de mérito.

Básicamente, el problema que se originó con la asignación de mérito -y por eso no se implementó a lo largo del país a pesar de su importancia en la mejor atención de la gente y en el reconocimiento que significa para los mejores trabajadores de la atención primaria de salud- es que al finalizar el año si la persona no era acreedora de nuevo del beneficio, en el fondo se traducía en una rebaja de sueldo.

Por lo expuesto, tal como señalaba, se dispuso el pago de un bono de mérito por una sola vez, y lo que hace esta iniciativa es separar la asignación de mérito del sueldo base de la persona. 

El otro cambio relevante es que como la asignación de mérito no está en el sueldo, sino que se incorpora adicionalmente al sueldo base, se modifica el pago y se hace trimestral, en cuatro cuotas anuales, y no como estaba establecido en la ley Nº 19.378, en forma mensual.

Al ser parte del sueldo, hacía imposible que aquellas personas que no iban a recibir la asignación de mérito, entendieran que esa reducción de sueldo era fruto de que ya no eran acreedoras al beneficio.

Como el Gobierno ha insistido -y me parece correcto- en mantener esta asignación de mérito como un estímulo a la gente más trabajadora del servicio de atención primaria, se separa del sueldo y ello permite que el mejor evaluado reciba el beneficio del 35 por ciento cada tres meses, cuatro veces al año. Si al año siguiente la persona se hace nuevamente acreedora de la asignación, después de aplicado un sistema de evaluación establecido en la ley y en el Reglamento, obviamente podrá seguir recibiéndola. De lo contrario la perderá.

También se establecen tres tramos para recibir esta asignación de mérito, aspecto también muy importante, porque, de alguna forma es bastante significativa la diferencia de estar clasificado en el grupo superior, que son el 11 por ciento mejor evaluados, porque éste recibirá como asignación hasta el 35 por ciento de su sueldo base. Aquel grupo que esté en el tramo intermedio, correspondiente al 11 por ciento mejor calificado, a continuación del tramo anterior del 11 al 22, recibirá una asignación de mérito de hasta el 20 por ciento de su sueldo base, y el tercer tramo, que corresponde al 13 por ciento restante para completar el 35, recibirá hasta un 10 por ciento del sueldo base.

Por eso, es más entendible en las planillas de pago, en el esquema de remuneración del estatuto de atención primaria que la persona puede percibir, anualmente, esta asignación de mérito, pagada en cuatro cuotas; que la puede perder; que la obtienen sólo quienes están calificados en el 35 por ciento mejor evaluado; que en ese porcentaje existen niveles distintos, y que el proyecto separa este beneficio del cálculo del sueldo base.

Es por eso que el proyecto no significa mayor gasto y en la Comisión de Hacienda, prácticamente por la unanimidad, se acordó eliminar el artículo 2º transitorio.

Tampoco somos partidarios de que cada vez que venga un proyecto de ley del sector de salud, se impute al presupuesto de los respectivos servicios de salud, como se dispone en la norma indicada.

Por lo tanto, sugiero que acojamos la proposición de la Comisión de Hacienda, en el sentido de rechazar el artículo 2º transitorio, porque, junto con el gran debate que ha provocado, mucha gente puede creer que la norma significará más recursos, otra asignación de mérito inexistente, una mejoría en la ya establecida, lo cual no ocurre. Sólo estamos modificando la base de cálculo de la asignación, separándola, para los efectos de que no aparezca como sueldo de la persona. Esto contribuirá a que la gente valorice cuando la tiene y se esmere en atender mejor para continuar percibiéndola.

En síntesis, ninguna de las modificaciones genera mayor gasto, porque la ley ya tiene consignados en cada servicio de salud los recursos necesarios para financiar todas las modificaciones que se hicieron al estatuto de atención primaria a través de la ley Nº 19.378.

Por lo expuesto, votaremos favorablemente.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, me es especialmente grato intervenir en esta materia en nombre de la bancada del Partido Radical Social Demócrata y en mi calidad de médico, porque, primero, me ha tocado reemplazar en este hemiciclo al ex Diputado doctor Isidoro Tohá González, quien era presidente de la Comisión de Salud cuando este proyecto ingresó a la Corporación el año pasado y, segundo, porque la iniciativa viene a hacer justicia a los funcionarios de salud que se desempeñan especialmente en la atención primaria, que en la actualidad está a cargo de las municipalidades.

Ñuble es un provincia que se caracteriza por su ruralidad. Cuenta con 14 consultorios generales rurales urbanos, cuatro urbanos, 56 postas y 101 estaciones médico rurales. Esto indica la cantidad de funcionarios que atienden y que están en contacto con la población.

Los funcionarios del sistema de atención primaria de salud estaban muy preocupados por la aprobación del proyecto. Esta es una demostración de la importancia de los recursos humanos en la atención primaria de salud.

La primera obligación del Gobierno con la gente empieza, precisamente, en los consultorios rurales y urbanos. Ésa es la forma como podemos hablar de una atención de salud para la gente, junto a la gente, en especial en el núcleo familiar.

Esto, además, viene a recalcar la importancia que ha dado el gobierno de la Concertación al tema de salud. El presupuesto prácticamente se ha duplicado desde 1990 a 1998.

En mi intervención de hace unos días, señalé las condiciones en que se trabajaba en l989 en el Servicio de Salud y en el hospital de la provincia de Ñuble. En ese tiempo me correspondía presidir el Comité Provincial del Colegio Médico de Chile. Eran situaciones muy difíciles. 

Basta un ejemplo: para una provincia con más de 5 mil kilómetros de red vial, veinte municipios y 400 mil habitantes, sólo había cinco ambulancias, de las cuales la más moderna era de 1987. Por lo tanto, habitualmente estaba una en reparaciones y había dos que transportaban pacientes a Santiago o a Concepción. Ésas eran las condiciones en que funcionaban los servicios, especialmente en la provincia de Ñuble.

Por lo tanto, en una declaración hacíamos ver que lo más importante para esa provincia era el proyecto de modernización del hospital "Herminda Martín", de Chillán, aprobado por Mideplan en 1985, postergado primero por el terremoto que asoló a la Región Metropolitana y, posteriormente, en 1989, por cuanto se priorizó el hospital de Talca. 

En 1991, se inició la primera etapa de la construcción del citado hospital de Chillán, que contó con la modernización de los servicios de urgencia, cirugía, traumatología, oftalmología, otorrinolaringología y unidad de cuidados intensivos. Luego, en la segunda etapa se incorporó el servicio de radiología con escáner, lo que hoy permite que muchos pacientes, especialmente de neurocirugía, que antes debían ser trasladados a Concepción y a Santiago y que en algunas ocasiones fallecían en el trayecto, ahora sean atendidos en la ciudad de Chillán.

Lo más destacable es que el proyecto reconoce la importante labor que hoy desempeñan los funcionarios de salud, pues el recurso más preciado que podemos tener es el humano, los funcionarios que a diario atienden a nuestra gente.

Los que hoy estamos aprobando el proyecto haremos justicia a un sector que durante muchos años estuvo postergado.

Me siento muy grato por lo que han expresado los señores diputados de las diferentes bancadas, en cuanto a votar a favor la iniciativa, con el fin de que haya justicia y todos los funcionarios de salud del sistema municipal reciban su gratificación.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Dittborn.

El señor DITTBORN.- Señor Presidente, ¿cómo podría alguien en su sano juicio negarse o estar en desacuerdo en que a las personas se les remunere o se les premie en sus ascensos de acuerdo con el mérito? Nadie podría discrepar de una doctrina tan sana como ésta.

Sin embargo, mi intervención será distinta de las que hemos escuchado, porque tengo una crítica de fondo acerca de cómo se está abordando la administración de la salud pública en el país.

Durante los gobiernos de la Concertación hemos observado que el presupuesto orientado a la salud pública se ha multiplicado prácticamente por tres, es decir, hoy se gasta tres veces más que en 1990 para atender a los beneficiarios del sistema público de salud. Sin embargo, todas las encuestas de opinión nos dicen, una y otra vez, que la calidad del servicio, percibida por esos mismos beneficiarios, no es tres veces mejor que hace siete años.

Estamos ante un problema claro de gestión, en que los recursos orientados al sector no están dando los frutos que todos esperamos. 

A mi juicio, una de las razones obedece a que el Parlamento discute este tipo de proyectos. Los parlamentarios no debemos administrar los recursos humanos a través de una ley; mientras sigamos o pretendamos seguir haciéndolo, continuaremos metiendo plata al sistema público sin obtener mejoría en la calidad.

No somos los parlamentarios los llamados a administrar un sistema público eficaz de salud, ni siquiera es el Ministro de Salud. Son los directores de los hospitales, de los consultorios y de las postas, a través de una efectiva descentralización, los llamados a establecer cómo contratar y remunerar a los funcionarios del sistema estatal de salud, y a decidir todos los aspectos relacionados con los recursos humanos.

¡Basta de estatutos laborales en que fijamos remuneraciones y méritos a través de la ley! A mi juicio, los trabajadores del sistema estatal de salud deben regirse por la ley laboral general que se aplica a todos los trabajadores, y si queremos mejorar la atención de sus beneficiarios debemos ir a una efectiva descentralización del sistema.

Las pocas veces que he discutido en la Comisión de Hacienda de esta Corporación proyectos que pretenden administrar el sistema de salud, me rebelo ante ese hecho y logro entender por qué esos pobres beneficiarios siguen recibiendo baja calidad de atención. La verdadera mejoría del sistema estatal de salud se logrará cuando demos autonomía a los servicios para administrarse, terminemos con esta administración centralizada y entreguemos a los beneficiarios los recursos públicos para que ellos, libremente, decidan dónde atenderse: si en el sistema público, en el mutual, en el privado o en otro. 

¡Ésa es la reforma de fondo! Si bien estos proyectos son positivos, porque es bueno pagar a la gente de acuerdo con su mérito, no resuelven el problema de fondo, sino que quedamos entrampados. Alguna vez debemos tomar la decisión valiente que significa dejar de legislar acerca de estos temas y delegar las decisiones en quienes están más cerca de los beneficiarios para que así la atención de salud de los 7 millones de beneficiarios del sistema estatal pueda efectivamente mejorar.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Manuel Bustos.

El señor BUSTOS (don Manuel).- Señor Presidente, estamos discutiendo un proyecto de gran trascendencia para varios miles de trabajadores cuyos incentivos han sido postergados.

Me alegra mucho escuchar al Diputado señor Dittborn manifestar su interés en mejorar las remuneraciones de estos sectores bastante marginados. Pero habría sido mucho mejor, cuando él tenía peso político en el gobierno de la dictadura militar, que los sueldos estuvieran a la par con el crecimiento económico del país y no en la forma desmejorada en que quedaron. Debemos recordar que en l990 los trabajadores de la salud pública, incluidos los de los consultorios, percibían sueldos de hambre, similares al salario mínimo, que llegaba a 18 mil pesos al mes. Entonces, la postergación por 17 años de la discusión de las políticas de salarios del sector público o de los más humildes, ha provocado un gran problema, y el asunto no es quién administra los recursos, si los privados o el Estado.

En el tema de la educación se dijo que la gran solución era que los sostenedores administraran los recursos, pero resulta que la educación no ha mejorado, más bien está en crisis, y ellos administran dineros del Estado, no de los privados. Entonces, el tema amerita que la discusión sea más a fondo. Si se entregan recursos del Estado para que pequeños o medianos empresarios ganen dinero, eso no significa mejorar ni la eficiencia ni la calidad y mucho menos las remuneraciones de los que trabajan con ellos.

En el caso de los compañeros de la salud primaria y de los paradocentes, de la gente que ha estado marginada del bono, ha habido una tremenda injusticia.

Por otra parte, tengo serias dudas de que el proyecto pueda tramitarse sin necesidad de establecer su financiamiento. Sería un error no hacer un aporte al Estado a fin de entregar recursos para otorgar este tipo de bonos, porque los ya aprobados para el resto de la salud pública, por eficiencia, están comprometidos y son montos fijos de dinero. Por lo tanto, si otro grupo de trabajadores -ahora son casi 18 mil- se incorpora a este nuevo sistema, no resulta fácil que el Estado obtenga los recursos de un día para otro.

A mi juicio, sería bueno revisar el artículo transitorio respecto del tema financiero, pues siempre se habla de aprobar leyes financiadas. De lo contrario, despacharemos una ley sin financiamiento y el problema será bastante más complicado y nuevamente recurriremos a lo mismo: que el Estado pague; pero no le entregamos las herramientas para que lo haga.

Creo que los trabajadores de la salud primaria no se merecen, ni estoy de acuerdo en que existan comisiones externas que evalúen su trabajo. Alguien señaló que debiera haber comisiones de usuarios que evalúen su comportamiento. Para eso están las instancias regulares de los servicios, y si un jefe de servicio no es capaz de evaluar el comportamiento de un funcionario y lo que está pasando con él, ¿para qué se está pagando un sueldo de más? Por lo tanto, no soy partidario de que exista algún tipo de comisión externa al servicio para evaluar al trabajador. Distinto es dejar una nota, sin identificar al funcionario, respecto de la calidad del servicio recibido. Eso es posible, porque ayuda al director del servicio o del consultorio a tener una opinión y saber quién está trabajando en esa área, para así poder llamarlos y decirles: "A ver, señores, ¿qué está pasando? Aquí hay reclamos. ¿Por qué no los revisamos en conjunto para lograr mejorar la calidad y el prestigio del servicio?" Pero no estoy de acuerdo en que haya comisiones de los usuarios para investigar o entregar opiniones respecto de los trabajadores de los servicios que tienen empleadores, porque, indirectamente, tendrían dos, lo que no es correcto.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, quiero partir haciendo un planteamiento al colega Dittborn, porque no sé si en la UDI hay esquizofrenia u opiniones particulares. 

Al colega Masferrer, más allá de sus críticas a la Concertación y a las políticas de salud, múltiples veces lo he escuchado haciendo una defensa a ultranza de este Estatuto, y después el colega Dittborn sostiene que debemos ser valientes y traspasar a estos 16 mil trabajadores, para que se rijan por el Código del Trabajo. Esa reflexión es bastante honesta y sería útil debatir la organización de la salud pública, porque lo valioso de sus conceptos es que en ningún momento dio ese otro paso -tan común entre personas cercanas a él- en el sentido de no decir "sistema público de salud". Él lo enfatizó varias veces, lo cual, por lo menos, permite pensar que, aparte de su valentía de querer que los trabajadores de la salud se rijan por el Código del Trabajo, no ha pensado en que debe privatizarse la salud, como lo han dicho a veces otras personas cercanas a él.

Quiero ir al fondo del proyecto. Hay, sin duda, una norma muy importante que separa la asignación de mérito del sueldo base. Es un beneficio potencial por tramos para el 35 por ciento de los trabajadores de la atención primaria de salud y puede llegar a ser un incentivo muy importante para mejorar el comportamiento de los funcionarios a lo largo de más de 340 comunas del país en las que se entrega dicha atención.

Hay que reconocer que este gran esfuerzo se hace dentro del marco de un estatuto que también es muy importante para regular la carrera funcionaria y no dejar a dichos trabajadores sujetos a los vaivenes comunales, los cuales son dramáticos en nuestro país, en particular en las comunas intermedias y pequeñas, donde están sometidos -como ocurre en ocasiones en la provincia que represento- a encargados de los departamentos de salud, aunque de salud pública no saben nada, y menos de administración. Su única virtud es ser amigos del alcalde de turno, quien metió a su compadre al servicio para que maneje la ambulancia. Yo, que represento a una zona campesina, sé que a veces en las ambulancias no sólo se transportan personas.

Por lo tanto, si nos decidimos a efectuar este debate, tratemos el tema de fondo y asumamos que es necesaria la existencia de un estatuto para defender la carrera funcionaria de la gran mayoría de los abnegados trabajadores de la atención primaria, que muchas veces trabajan más de lo que corresponde y con sueldos bastante menores, porque, por desgracia, los municipios ricos en Chile son bien pocos.

La mayoría de los diputados presentes representamos municipios que no tienen más de 50 mil habitantes, y de ahí para abajo. Allí la atención es muy primaria y, por ejemplo, ocurren situaciones como las de la comuna de Requínoa, donde incluso a personas que pertenecen al Fonasa, en las categorías A y B, cuando acuden a atenderse de urgencia, les cobran, lo cual no corresponde legalmente. Algunos alcaldes, que se creen modernizadores e innovadores, generan esta situación que, sin duda, refleja la necesidad de que, como Corporación, reflexionemos en forma más integral sobre la estructura del sistema de salud público, no de si debe existir un estatuto o no, como sugiere el colega Dittborn, con cuya opinión discrepo. La existencia de un estatuto para los trabajadores de la atención primaria es muy importante, sobre todo dada su situación actual. Este proyecto de ley no propone que administremos los recursos humanos de la salud, como quizás al colega le gustaría establecer; no hace más que corregir la forma de calcular, al margen, un incentivo, una asignación adicional, sin incorporarla al sueldo base.

Si queremos mejorar no sólo el sistema de incentivos, debemos revisar la estructura y la relación que hay entre la atención primaria y los servicios de salud. Soy de aquellos que creen que bien vale la pena desmunicipalizar la atención primaria en muchas comunas de Chile. Si bien en las comunas grandes no habrá problemas para contratar médicos, en las chicas y aisladas los municipios, aunque destinen recursos adicionales, no tienen forma de atraer médicos, porque éstos no cuentan con el incentivo indispensable, no sólo monetario, para su desarrollo profesional, cual es, por ejemplo, vincularse con un hospital o que en la atención primaria se defina quiénes participan y logran acceder a becas de perfeccionamiento.

Estos temas son transversales, pero no es un problema de Concertación versus la Oposición, por lo cual, si ponemos una dosis de responsabilidad, podríamos abordarlos para que la salud mejore aún más.

No cabe duda de que los recursos para financiar el proyecto son relevantes. Los estímulos que establece apuntan en la dirección correcta, pero no resolverán el otro tema que nos pena, relativo a cómo asegurar que en muchas comunas de regiones haya médicos para atender a las madres que llevan a sus hijos para la atención primaria. El mayor problema es que no siempre se tiene acceso a un médico; a lo cual se agregan las esperas, porque no hay médicos que se quieran ir a Cardenal Caro, a Requínoa o a Colchagua, ¡y para qué hablar de las zonas extremas del país! Ahí tenemos que generar otro tipo de incentivo, más allá de la asignación de mérito, que permita que el cuerpo de profesionales de la atención primaria cumpla efectivamente con el número de horas para el que fue contratado. Quienes representamos a regiones y comunas, muchas veces vemos que dichos médicos atienden durante menos horas que las contratadas, porque sus estímulos no son suficientes.

En resumen, lo correcto es establecer un sistema de incentivos, corregir el error anterior y hacer esto en el marco de un estatuto para los funcionarios de la atención primaria. No obstante apuntar en la dirección acertada, este proyecto requiere un complemento para revisar la estructura del sistema público de salud, a fin de avanzar en su desmunicipalización en algunos lugares donde se entrega atención primaria, en cuanto a devolver su dependencia a los servicios de salud, para asegurar que se disponga de profesionales que atiendan efectivamente a la gente.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Sergio Correa.

El señor CORREA.- Señor Presidente, comparto todas las opiniones que aquí se han emitido respecto de la necesidad de estimular la eficiencia. El proyecto de ley apunta en el sentido correcto, porque premia la mayor dedicación y el desempeño eficiente, lo cual permitirá, sin duda, ir mejorando la atención primaria.

Sin embargo, hay que aprovechar las pocas ocasiones que tenemos para hablar sobre determinados temas y emitir un juicio en cuanto a lo que está sucediendo con la salud primaria en nuestro país. Sin duda, es muy necesario el hecho de que se forme una comisión con el objeto de que pueda considerar los méritos de las personas para estimularlas a través de un incentivo o sueldo; pero también hay que tener presentes las condiciones extremadamente difíciles en que esos funcionarios deben trabajar.

Durante la semana distrital, tuve la oportunidad de visitar diversos consultorios y postas de mi distrito, ante reiteradas quejas de la ciudadanía, que se me acercó para decirme los problemas que estaba teniendo en la atención por falta de personal médico y de medicamentos. ¿Con qué me he encontrado? Con que en la municipalidad de la comuna de Curicó, que represento, donde debe haber alrededor de 15 médicos en el sistema de salud primaria, hay sólo diez. Faltan cinco médicos para poder atender las necesidades mínimas de la población. Un sector rural, con un consultorio y cinco postas, es atendido tan sólo por un médico. Ellos dicen que implementan un sistema que se llama de polichoque, el cual consiste en que un médico atiende a un enfermo cada tres o cuatro minutos; es decir, cerca de 10 ó 15 pacientes por hora, en circunstancias de que lo normal es que cada persona disponga de veinte minutos para ese fin. Eso, lógicamente, va en desmedro de la calidad de la atención.

Además, hay una falta increíble de remedios y de medicamentos, como el antibiótico eritromicina, que prácticamente ha desaparecido durante estos últimos días. Realmente, la población, en esta época invernal, sobre todo los niños, no cuenta con medicamentos para lograr una mejoría más rápida.

Por eso, subvencionar con 700 ó 900 pesos per cápita la salud primaria es absolutamente insuficiente. Mi colega Dittborn decía recientemente que este Gobierno multiplica tres o cuatro veces los recursos. Vemos que el 90 por ciento de los recursos que se otorgan a la salud secundaria se multiplican tres o cuatro veces. En realidad, se requiere estimular la salud primaria para evitar que los enfermos lleguen a los hospitales.

Se señalaba que no hay estímulos para los profesionales. Sucede que a los médicos que se desempeñan en un consultorio no se les considera su trabajo para lograr mayor puntaje y poder postular, con posterioridad, a becas de especialización. Esa situación, además de los bajos sueldos, provoca que los médicos no se interesen por trabajar en consultorios. El señor Ministro de Salud ha anunciado, en varias ocasiones, que se implementarán nuevas becas destinadas a médicos que estén trabajando en consultorios de salud primaria, iniciativa que hasta la fecha no se ha materializado.

Por eso, sin perjuicio de anunciar que aprobaremos el proyecto, estimo que debe haber una política global dirigida a la salud primaria, con el objeto de mejorarla sustancialmente.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Por haber concluido el Orden del Día, correspondería votar el proyecto de inmediato. Sin embargo, como los comités de Renovación Nacional y del Partido por la Democracia no han intervenido, concederé la palabra a diputados que los integran. 

Tiene la palabra el señor José García, para que intervenga en nombre del Comité de Renovación Nacional.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, en primer lugar, lamento la ausencia del Ministro de Salud durante esta discusión. Habría sido extraordinariamente importante conocer la opinión del Ejecutivo, para saber por qué se está actuando en la forma que esta iniciativa consigna.

En segundo lugar, llama la atención que algunos colegas sostengan que con el proyecto se hace justicia a los trabajadores de la atención primaria de salud, y que otros, yendo más lejos, afirmen que significa mayores recursos, en circunstancias de que el que debatimos no hace justicia a los trabajadores de la atención primaria de salud ni entrega recurso nuevo alguno para que los municipios puedan enfrentar los déficit operacionales que ella les significa. 

Así, habrá dos tipos de funcionarios: aquellos cuyo municipio les otorgó en su oportunidad la asignación de mérito y la incorporó a su remuneración base -aunque la merecen, para recibirla tendrán que quitársela a otros, lo cual significará bajarles el sueldo-, y aquellos cuyo municipio jamás les entregó dicha asignación, sea porque no llevó a cabo el proceso de calificación o porque nunca tuvo recursos para solventarla. 

Esos municipios se verán obligados a entregar, al 35 por ciento de su dotación, una asignación de mérito sin contar con medios para financiarla, porque, de acuerdo con lo que informaron en la Comisión de Hacienda los representantes de los ministerios de Salud y de Hacienda, todos los recursos están distribuidos en el ingreso per cápita para el presente año.

Por lo tanto, una vez más se está jugando con los municipios y con los funcionarios de la atención primaria de salud. Se crea la expectativa de una asignación por mérito; pero, para que ella sea realidad para algunos, deberá quitársele a otros.

Además, a municipios que jamás otorgaron la asignación de mérito, se les crea la obligación de financiarla, sin saber con qué recursos, porque éstos no se entregan. 

En definitiva, el proyecto sólo hace un ajuste. Establece una manera distinta de calcular la asignación de mérito -es decir, se excluye del sueldo base para calcularla en forma independiente-, pero no significa ningún mejoramiento adicional o extraordinario a los funcionarios de la atención primaria de salud.

Por tal razón, los diputados de Renovación Nacional nos vamos a abstener, porque la iniciativa, en los términos en que está redactada, constituirá, en muchos casos, una carga adicional a los municipios; y en otros, una expectativa que, para cumplirla, significaría privar a otros funcionarios del beneficio de la asignación de mérito.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Patricio Hales, para intervenir en nombre del Partido por la Democracia.

El señor HALES.- Señor Presidente, mi bancada valora el proyecto, en la medida en que es un estímulo al mejor desempeño de los trabajadores en los consultorios y policlínicas de la salud municipalizada y permite cumplir una de nuestras más queridas aspiraciones: que los usuarios de la salud sean atendidos de la mejor forma posible y con rigor profesional.

El aumento al 35 por ciento de estos funcionarios no altera los antecedentes de capacitación y de antigüedad, por cuanto la comisión calificadora sólo considerará el mérito en procura del buen desempeño y la estabilidad laboral.

Es importante este aspecto en las policlínicas y consultorios municipales. A nadie interesa una actitud persecutoria para mejorar la salud. Por el contrario.

Asimismo, la integración de la comisión especial que calificará a los funcionarios -estará conformada por un profesional del área de la salud, por un representante de la entidad en que se desempeña el interesado y por el propio director del establecimiento-, garantiza que asumirá su labor con rigor y seriedad.

En todos los distritos se sabe de la abnegación y dedicación de estos verdaderos héroes del trabajo, que, al igual que los educadores, con bajos sueldos, deben atender, todos los días, a personas angustiadas, ansiosas, que llegan en un estado nervioso especial, que sufren por su salud.

Vale la pena destacar que el mérito del director del establecimiento será calificado por el superior jerárquico y que los acuerdos de la comisión especial deberán ser adoptados por la mayoría de sus miembros.

Además, debe tomarse en cuenta el esfuerzo y la preocupación del Ejecutivo por modernizar la atención en la salud. Aquellos parlamentarios que han denostado los valores y principios del proyecto, ojalá valoren los objetivos perseguidos y sepan que la misma actitud positiva podría adoptarse respecto de todos los servicios del Estado, para que en el futuro el usuario sepa que el funcionario que lo atiende -en toda ventanilla, de cualquier parte del país- será calificado por una comisión establecida por ley y que parte importante de su salario se incrementará en la medida en que su desempeño sea bueno, porque primará el mérito.

Reitero, mi bancada aprobará el proyecto, en la convicción de que mejorará la atención en salud sobre la base del mérito y desempeño de los funcionarios.

Con la venia de la Mesa, el tiempo que resta al Comité del Partido por la Democracia lo ocupará el Diputado señor Ávila.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Nelson Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, se pueden decir mil cosas, pero será inevitable aprobar la iniciativa.

El proyecto corrige un error, lo que quiere decir que hubo fallas. Esta "fábrica de leyes" envió al mercado un producto deficiente y quisiera conocer su origen, por cuanto es inmensa la pérdida de tiempo en discutir iniciativas que reparan aspectos defectuosos de la legislación que se aprueba en el Congreso.

Sólo he querido señalar este aspecto, que no fue tocado por ninguno de mis honorables colegas.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Cerrado el debate.

En votación general el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 77 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 17 abstenciones.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Aprobado en general.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Aguiló, Alessandri, Alvarado, Ascencio, Ávila, Bartolucci, Bustos (don Manuel), Caraball (doña Eliana), Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Correa, Díaz, Dittborn, Elgueta, Encina, Fossa, García-Huidobro, González (doña Rosa), Gutiérrez, Hernández, Huenchumilla, Ibáñez, Jarpa, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Leal, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Paya, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Tuma, Valenzuela, Van Rysselberghe, Velasco, Venegas, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Álvarez-Salamanca, Bertolino, Caminondo, Cardemil, Delmastro, Espina, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don José), Guzmán (doña Pía), Kuschel, Martínez (don Rosauro), Pérez (doña Lily), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Vargas y Vilches.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, se declaran aprobados, con la misma votación, todos los artículos, con excepción del 2º transitorio, que la Comisión de Hacienda propone suprimir.

En votación el artículo 2º transitorio.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos; por la negativa, 75 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Rechazado el artículo 2º transitorio.

Despachado en general y en particular el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Bustos (don Manuel), Gutiérrez, Huenchumilla, Jarpa, Kuschel, Martínez (don Gutenberg), Mesías, Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Palma (don Joaquín), Rocha, Seguel y Venegas.

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Aguiló, Alessandri Alvarado, Álvarez-Salamanca, Ascencio, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Delmastro, Díaz, Dittborn, Elgueta, Encina, Espina, Fossa, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don José), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez, Jaramillo, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Leal, Leay, León, Letelier (don Juan Pablo), Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Masferrer, Molina, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Núñez, Ojeda, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Andrés), Pareto, Paya, Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Reyes, Rincón, Riveros, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sciaraffia (doña Antonella), Silva, Tuma, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vargas, Velasco, Villouta y Walker (don Ignacio).

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Monge y Walker (don Patricio).

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Antes de tratar los proyectos de acuerdo, informo a la Sala que los Comités acordaron por unanimidad suspender la sesión de mañana.

 

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

CREACIÓN DEL INSTITUTO DE INVESTIGACIONES DEL COBRE.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 65, de los señores Joaquín Palma, Valenzuela, Leay, Bertolino, Vilches, señora Eliana Caraball; señores Rocha, Rosauro Martínez, Villouta, René Manuel García, Ortiz, Hernández, Gutiérrez, Mora, Rincón, Rojas, Díaz, Tuma, Mulet, Naranjo, Jarpa, señorita Sciaraffia, doña Antonella; y señores José Pérez, Kuschel, Núñez, Sánchez y Salas:

"Considerando que:

1. Hay una creciente tendencia mundial, especialmente en los países industrializados, de adoptar normas restrictivas para el uso de ciertas sustancias que pueden provocar efectos dañinos en la salud de las personas y en el medio ambiente. En muchos casos estas medidas se incorporan al ordenamiento jurídico nacional e internacional sin contar con la evidencia científica indispensable que respalde la determinación que la autoridad administrativa impone, aplicando de esta forma normas precautorias.

2. Claros ejemplos de lo anterior han sido los intentos de la Organización Mundial de la Salud y la Comunidad Europea de clasificar al cobre, en conjunto con el arsénico, cianuro, plomo y otros, como un elemento altamente tóxico que afecta la calidad del agua potable y, por consiguiente, la salud humana. La situación se agrava si se tiene en cuenta la actual discusión en Estados Unidos y los países nórdicos acerca de los niveles de cobre en las aguas superficiales y subterráneas, en los suelos y sedimentos, las cuales pueden derivar en nuevas restricciones al uso del cobre, ahora en razón de su ecotoxicidad.

3. Chile, como país productor del 40% del total de cobre del mundo, ciertamente puede ver afectada gravemente su economía si las nuevas regulaciones favorecen la sustitución del cobre por otros elementos o por otros materiales. Una estimación somera indica que de prosperar la adopción de una norma restrictiva de los usos del cobre en cañerías de agua potable en los países de la UE, ésta se traduciría en una disminución del consumo de cobre en por lo menos 1 millón de toneladas métricas al año sólo en dichos mercados, lo que originaría una reducción importante de los ingresos nacionales (US$ 1.500 millones) y los de las industrias del cobre por este concepto, amén de desincentivar las inversiones para nuevas exploraciones y explotaciones en el país, retrasando el desarrollo del sector por muchos años. Esta baja de la demanda en Europa se sumaría a la sobreoferta de cobre en los mercados mundiales producto de la crisis asiática y de los aumentos de producción, lo que extenderá por cinco a ocho años el actual ciclo de precios bajos manteniéndolo en los actuales 75 centavos de dólar por libra.

4. Hoy es posible constatar la ausencia de esfuerzos sistematizados para contrarrestar el escenario descrito y el que está por venir. La Comisión Técnica Asesora Presidencial, creada en 1994, ha respaldado, a través de las investigaciones de sus miembros, las posiciones nacionales en apoyo del cobre en el contexto mundial. Realizó recientemente un intenso lobby ante el Parlamento Europeo a fin de atajar las tentativas precedentemente descritas, con logros importantes pero relativos, ya que la amenaza planteada no se ha subsanado, sino que sólo se han logrado postergaciones o demoras, lo que nos hace estar muy lejos del objetivo de cambiar la forma en que el cobre es visto y tratado por los encargados de fijar las regulaciones ambientales y sanitarias en el ámbito mundial. Las debilidades mayores para defender con éxito la posición de nuestro cobre radican en la carencia de investigaciones y conocimientos científicos sobre su comportamiento y efectos en la salud y el medio ambiente, y en la no existencia de un medio eficaz para transmitir y difundir los nuevos conocimientos que se desarrollan a los líderes de opinión y a los personeros de las agencias reguladoras nacionales e internacionales.

5. Asimismo, se requiere que la industria productora mejore radicalmente la forma en que enfrenta los desafíos del cobre, los que hasta la fecha son dispersos y fragmentados. La dinámica actual de dichos procesos exige, en consecuencia, mantener en forma permanente un conocimiento actualizado sobre sus tendencias, proyecciones, fuerzas motrices y grupos de influencia que originan el establecimiento de normas y estándares que amenazan la actual posición del cobre en los mercados extranjeros.

La Cámara de Diputados acuerda:

1. Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República la creación de una institución autónoma denominada Instituto de Investigaciones del Cobre, que cuente con una organización flexible y dinámica, y con los recursos suficientes para que focalice su atención primordialmente en: a) mantener un monitoreo permanente de los sistemas regulatorios en los países que mayormente demandan cobre, de manera tal de anticiparse a la introducción de normas y regulaciones que afecten negativamente la posición de este metal en los mercados consumidores; y b) generar y difundir el conocimiento científico sobre la utilización y los efectos de los productos de cobre y sus aleaciones, en la salud de las personas y en el medio ambiente, para contribuir y asegurar el desarrollo sustentable de la minería cuprífera.

2. Que de ser acogida esta petición, el Gobierno comprometa un aporte del Estado, a partir de 1999, de US$ 3 millones anuales para la operación de la entidad, creando en el presupuesto nacional la partida correspondiente.

3. Que se invite a participar y a asociar acciones en el Instituto a la industria y demás países productores de cobre, de manera de aprovechar sus investigaciones, aunar esfuerzos y sacar ventajas de la infraestructura disponible en cada uno de ellos".

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para argumentar a favor del proyecto de acuerdo.

El señor PALMA (don Joaquín).- Pido la palabra.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría. 

El señor PALMA (don Joaquín).- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo tiene plena justificación, sobre todo si se considera que, hace pocas semanas, el Parlamento Europeo votó una resolución, sobre la materia, como consecuencia de la cual se salvó por pocos votos, la posibilidad de seguir utilizando el cobre, por ejemplo, en cañerías de conducción de agua potable. 

Se trata de un problema bastante grave para un país que produce el 40 por ciento del cobre del mundo. Por lo demás, tenemos una experiencia histórica que no podemos olvidar: cuando fuimos los grandes productores de salitre no supimos defender en un momento determinado el mercado que Chile dominó por muchos años, actitud que redundó en nuestra decadencia económica.

Existe hoy en el mundo, en especial en los países industrializados, una creciente tendencia a establecer normas que restrinjan la utilización de algunos productos; entre ellos, el cobre. La Organización Mundial de la Salud y la Comunidad Europea han intentado clasificar al cobre, junto con el arsénico, el cianuro, el plomo y otros minerales, como elemento altamente tóxico para la calidad del agua potable y, por consiguiente, para la salud humana. 

En Chile y en otras partes del mundo, las personas relacionadas con la producción de cobre están preocupadas por este problema, y hemos observado una falencia en nuestro país: existen algunas organizaciones que tienen que ver con la producción del mineral, con las tecnologías utilizadas en su producción y con su control; sin embargo, no hay institutos que nos entreguen antecedentes, por ejemplo, sobre lo que está sucediendo en algunas partes del mundo en relación con este tipo de problemas; es decir, que investiguen los peligros que pueden afectar a la producción y comercialización del cobre en el futuro cercano. Tampoco hay una institución que entregue los antecedentes y los conocimientos científicos necesarios para defenderse de estas asechanzas.

Hago presente a los señores diputados que la sustitución de las cañerías de cobre sólo en Europa, representaría una disminución de las exportaciones de alrededor de 500 mil toneladas al año, lo que causaría una baja del precio en 10 ó 15 por ciento.

Por lo tanto, no se trata de un problema menor, y la intención del proyecto de acuerdo es crear en Chile una institución -se llamaría Instituto de Investigaciones del Cobre- dedicada fundamentalmente a detectar estas situaciones y a establecer sistemas de investigación, juntar antecedentes y desarrollar nuevos conocimientos acerca de la utilización del cobre, de manera que no tengamos problemas de demanda, los que, aunque quizás en un futuro no tan próximo, podrían afectar profundamente -como sucedió con el salitre- la economía de nuestro país.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Felipe Valenzuela. 

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, en esta Sala estamos acostumbrados a aprobar proyectos de acuerdo y a poner mucha atención a sus fundamentos, cuando los fondos se hacen escasos para atender la situación, por ejemplo, de los pequeños mineros del país. Pues bien, si el precio del cobre bajara a menos de 70 centavos de dólar la libra, seguramente desaparecería la actividad que desarrollan.

Pero aquí estamos frente a un problema mayor. El cobre se puede ver perjudicado y, como consecuencia, también la economía del país, pero no sólo por la baja del precio. A lo mejor, mañana podría subir a un dólar cincuenta centavos -el doble de su precio actual-; sin embargo, se produciría una crisis en la economía chilena si el mineral fuera sustituido.

Hace muy poco tiempo, una delegación de parlamentarios chilenos asistió al Parlamento Europeo con el objeto de evitar -se logró sólo en forma transitoria- que el cobre fuera sustituido, debido a que algunos organismos serios, como la Organización Mundial de la Salud y el propio Parlamento Europeo, han señalado que el cobre es tóxico, colocándolo junto con el cianuro, el arsénico y el plomo.

Si no creamos un mecanismo -en este caso el Instituto de Investigaciones del Cobre- que prevenga e investigue científicamente el problema, corremos el gran peligro de que el cobre sea declarado producto tóxico, y los ecologistas y ambientalistas -entre los cuales nos encontramos- tendremos que aceptar que ese mineral, producto base de nuestra economía, sea reemplazado.

Por eso, es importante que aprobemos por unanimidad este proyecto de acuerdo. 

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Para argumentar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Alessandri.

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, por cierto, comprendo la buena intención de los autores del proyecto de acuerdo. Sin embargo, considero altamente inconveniente la creación de un nuevo ente burocrático, porque ya existen varios organismos, tanto públicos como privados, que deben cumplir, precisamente, la misión señalada aquí. 

Pues bien, se pretende crear este organismo público, con un costo de 3 millones de dólares, que en este mundo de las siglas podríamos llamar IICO: Instituto de Investigaciones del Cobre. En otra época se creó la Cochilco, que fue un fracaso. Aquí se nos dice que los pequeños mineros requieren de ayuda. Pero, ¿qué ha hecho la Enami? Ha disminuido su poder comprador, y cada día menos mineros acceden al mercado del cobre.

Además, encuentro razonable que en múltiples oportunidades se haya señalado que el Parlamento Europeo impidió que nos prohibieran seguir comercializando nuestras cañerías de cobre. Eso es cierto; pero, entonces, reforcemos las relaciones entre nuestro Parlamento y el Europeo, porque este problema no lo va a solucionar una comisión o un nuevo ente público. Aquí hay una pugna muy fuerte de intereses entre los fabricantes de plástico de la Unión Europea -ésa es la realidad-, que aspiran a que todas las cañerías para el agua potable sean de plástico, y quienes sostienen que debe usarse el cobre porque es de primera calidad. Esto fue comprendido por la mayoría de los integrantes del Parlamento Europeo, y en esa lucha de titanes -los productores de cobre y los de plástico-, optaron -por un pequeño margen de votos- por permitir que se continuaran usando las cañerías de cobre.

Por ello, esos 3 millones de dólares provenientes de Codelco no deberían destinarse a la creación del organismo mencionado, sino a combatir la contaminación del Gran Santiago, porque Codelco no puede participar gratuitamente en la solución de ese problema. Todos sabemos muy bien cómo Caletones está contaminando, especialmente en el Gran Santiago; se darán muchas explicaciones, pero la realidad -los médicos así lo han determinado- es que todos los anhídridos sulfurosos existentes en el aire de Santiago provienen, precisamente, de esa fundición. 

Junto con reiterar que considero inoportuna e inconveniente la creación de este nuevo ente burocrático, formulo votos por que esos 3 millones de dólares se destinen a combatir la gravísima contaminación que afecta al Gran Santiago.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para argumentar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 38 votos; por la negativa, 11 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Aprobado el proyecto de acuerdo.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Álvarez-Salamanca, Ascencio, Ávila, Bustos (don Manuel), Caraball (doña Eliana), Ceroni, Encina, Gutiérrez, Hernández, Jaramillo, Jiménez, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Monge, Mora, Mulet, Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Núñez, Ojeda, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pareto, Reyes, Rincón, Riveros, Salas, Sciaraffia (doña Antonella), Silva, Valenzuela, Vilches, Villouta y Walker (don Ignacio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Alessandri, Correa, Delmastro, Fossa, García (don José), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Molina, Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor) y Van Rysselberghe.

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Cardemil y Prokurica.

PRÓRROGA DE VIGENCIA DE LA LEY Nº 18.450, SOBRE FOMENTO DE LA INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS DE RIEGO Y DRENAJE.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 66, de los Diputados señores Bertolino, Prokurica, Delmastro, Fossa, Vargas, Rosauro Martínez, Acuña, Sánchez, Mesías, Melero, Pablo Galilea, Jiménez, José Pérez, Jarpa, señoras María Victoria Ovalle y Eliana Caraball; señores René Manuel García, Ortiz, Alvarado, Hernández, Gutiérrez, Mora, Díaz, Villouta, Tuma, Mulet, Naranjo, Jarpa, José Antonio Galilea, Correa, Monge, Kuschel, Núñez, Salas, Felipe Letelier, Masferrer y Juan Pablo Letelier:

"Considerando:

1. Que la ley Nº 18.450, de fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, se aplica desde 1986. Establecida inicialmente por 8 años, su vigencia fue prorrogada por otros 6 años mediante la ley Nº 19.316, plazo que expira el 31 de diciembre de 1999.

2. Que esa legislación ha dado buenos resultados, promoviendo la participación y garantizando una adecuada asignación de los fondos estatales, lo que ha permitido rehabilitar estructuras deterioradas y aumentar la superficie de riego.

3. Que las inversiones asociadas al desarrollo agrícola, entre las cuales destaca la destinada al mejoramiento del riego, son fundamentales para la existencia de la agricultura y un factor importante para desarrollar su competitividad.

4. Que a pesar de los avances, el país todavía presenta niveles bastante bajos en riego tecnificado, lo que muestra un enorme desafío para el futuro. Resulta indispensable seguir aumentando la superficie con riego tecnificado para mejorar la productividad de la agricultura.

5. Que en esa tarea debemos estar todos: los grandes, los medianos y los chicos, el Estado y los privados.

6. Que de esta manera, estando convencidos de que la agricultura nacional y el sector rural son parte central de la cultura y actividad económica y social del país, se hace necesario, entre otras medidas, prorrogar por 10 años la vigencia de la ley Nº 18.450 antes aludida.

Teniendo presente que el Parlamento carece de iniciativa legislativa y sobre la base de las consideraciones precedentes, venimos en presentar a la aprobación de la honorable Cámara de Diputados el siguiente:

Proyecto de acuerdo:

Oficiar a su Excelencia el Presidente de la República para que instruya al Ministro de Agricultura a fin de que prepare un proyecto de ley con el objeto de prorrogar, por diez años, la vigencia de la ley Nº 18.450, sobre fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje".

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para argumentar a favor del proyecto de acuerdo.

El señor BERTOLINO.- Pido la palabra. 

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo pretende que se siga fomentando la tecnificación del riego por parte de los medianos, pequeños y grandes empresarios del rubro agrícola.

En una época en que la agricultura está mostrando baja rentabilidad y competitividad, y más aún, que nos estamos asociando a mercados como el Mercosur, donde en muchos rubros, nuestra actividad agrícola tiene ventajas comparativas negativas, es una de las formas de agregarle rentabilidad a la actividad.

Es sabido por todos que el Gobierno se esfuerza, principalmente en la zona norte del país, por construir grandes embalses para tener una mejor administración del recurso agua, que es uno de los más escasos del siglo XX y no me cabe duda de que en el XXI lo va a ser más aún. Hay personas que dicen que, en el futuro, las guerras no van a ser por el petróleo, como lo han sido anteriormente, sino que por el agua.

Es así como se han ido implementando una serie de proyectos para revestir canales, y si tomamos en cuenta que tenemos grandes embalses y canales revestidos para conducir el agua, pero no le damos la posibilidad a los medianos, pequeños y grandes agricultores de usarla con eficiencia, estamos perdiendo todos los esfuerzos por mejorar esta situación. Por eso, además de tecnificar el riego, que nos va a dar la posibilidad de aumentar la productividad, vamos a ahorrar insumos, porque a través del riego tecnificado podemos focalizarlos mejor y, por ende, usar menos y así bajar el costo de explotación.

Por lo tanto, solicito que sea aprobado el proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.

El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, el Diputado señor Bertolino ha apuntado a un problema de fondo, relacionado con la mantención o prórroga de la ley Nº 18.450 que, en la última década, ha fomentado en forma muy activa la estructura e infraestructura de riego.

En los últimos seis años se ha modificado el uso de este instrumento, incorporando a su financiamiento, a través de créditos de enlace y de una nueva dinámica de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Nacional de Riego, en convenios con pequeños campesinos, que han accedido, como nunca antes en el país, a estos recursos, porque hasta hace pocos años solamente accedían a ellos quienes podían financiar sus obras, a priori. Ahora pueden hacerlo medianos y pequeños productores.

Es de fundamental importancia que en la prórroga de la ley se actúe de una manera similar a como se ha hecho con la Ley de Fomento Forestal, decreto ley Nº 701, es decir, revisarla y prorrogarla para asegurar que los diferentes actores que deben modernizarse y aumentar su productividad accedan a estos recursos para mejorar no sólo las grandes obras de riego, sino canales, arranques de agua y someter efectivamente a riego una cantidad de hectáreas que actualmente no lo tiene.

También quiero llamar la atención de que no servirá de nada esta prórroga si el Congreso Nacional no es capaz de aumentar significativamente los recursos destinados a la infraestructura de riego.

Hoy, por desgracia, no hay ningún peso del Presupuesto dedicado a los Promm, Programas de Obras de Riego Medianas y Mayores, que son básicos para mantener la infraestructura existente. Es un drama para el valle central, desde la Quinta Región hasta la Séptima, la carencia de recursos para los Promm. 

Adicionalmente, ante los concursos que vienen, tanto el 169 como el 170, encontramos que la demanda por recursos más que quintuplica los disponibles, es decir, tenemos un instrumento muy potente, necesitamos reactualizarlo y, por cierto, enviar un mensaje al Ejecutivo en cuanto a que la Corporación cree que la inversión en infraestructura y, en particular, la de riego, bien merece ser reevaluada, aumentada y no ser objeto de las apreturas que es necesario aplicar cuando pesan factores externos, porque las inversiones en esta infraestructura nos van a permitir competir de mejor forma en la medida en que los mercados se abran.

He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra a algún señor diputado que impugne el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.

No hay acuerdo.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Aprobado.

Ha terminado la hora de los proyectos de acuerdo.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Alessandri, Álvarez-Salamanca, Bertolino, Bustos (don Manuel), Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Correa, Delmastro, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don José), García-Huidobro, Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Jiménez, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Lorenzini, Luksic, Martínez (don Rosauro), Masferrer, Molina, Monge, Mora, Mulet, Muñoz (doña Adriana), Naranjo, Núñez, Ojeda, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (doña Lily), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Rincón, Rocha, Salas, Sciaraffia (doña Antonella), Silva, Tuma, Valenzuela, Van Rysselberghe, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

 

VIII. INCIDENTES

TRIBUTACIÓN REGIONAL Y NACIONAL DE EMPRESAS MINERAS.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido por la Democracia.

Tiene la palabra el Diputado señor Leal.

El señor LEAL.- Señor Presidente, el Consejo Regional de Atacama convocó, el viernes último, a los parlamentarios de la zona: los Senadores señores Núñez, Pérez Walker y los Diputados señores Mulet, Prokurica, Vilches y quien habla, a un debate sobre los tributos regionales a las inversiones en recursos no renovables. Tal como lo señaló el consejero regional don Julio Palma Vergara, las regiones que fundan su macroeconomía en las grandes explotaciones mineras, deben ser vistas y entendidas de manera distinta al resto, ya que se sostienen básicamente en la extracción y agotamiento de los recursos que valen y sirven una sola vez.

Los consejeros regionales de Atacama han planteado la necesidad de incorporar a las normas tributarias y legales, la instauración en Chile de tributos regionales que deben ser entendidos como una forma de compensación a las regiones por el agotamiento que se hace de sus recursos no renovables.

Sin duda que este debate liga varios temas de fondo para el desarrollo del país y de las regiones mineras: la necesidad de mantener y expandir la inversión extranjera y, a la vez, la de proteger la explotación de recursos no renovables, la redefinición de las condiciones para la inversión extranjera y una nueva política tributaria que permita que la utilización del recurso minero deje mayores beneficios al país y, en particular, a las regiones donde se concentran las grandes inversiones como condición de la creación de una estructura productiva y de servicios equilibrada, diversificada, con mayor valor agregado y que genere mayores oportunidades para las regiones.

Ciertamente, este debate se realiza en un momento complejo para la minería del cobre: el precio ha caído profunda y rápidamente. En julio de 1995, el precio promedio llegó a casi 140 centavos de dólar la libra. Hoy, el precio no supera los 78 centavos, es decir, una disminución de alrededor del 45 por ciento.

Sin embargo, la propia baja del precio del cobre en el mercado internacional se constituye, a mi juicio, en un elemento que se debe considerar desde el punto de vista de la modificación del decreto ley Nº 600. No hay duda de que, conjuntamente con los efectos de la crisis asiática que se deja sentir fuertemente en una economía abierta como la nuestra y de la disminución de la demanda de cobre fino en el mercado mundial, uno de los factores que determina la baja de su precio, es la sobreproducción que, en buena medida, se debe al crecimiento de la producción de los grandes megaproyectos de las empresas extranjeras que operan en el país.

Lo claro es que, tanto para el país como para las empresas extranjeras, hay disminución de los ingresos, pero para estas últimas, aun cuando disminuyen sus ingresos globales, las utilidades siguen siendo muy elevadas ya que tienen costos operacionales muy bajos. Aun con un precio de 80 centavos, estas empresas trabajan con grandes utilidades dado que la media de sus costos operacionales es de 50 centavos y, por ende, aun en medio de la crisis actual, mantienen un excedente de 30 centavos, con lo cual, en el contexto de la producción actual y de sus proyecciones hacia el 2000, estas empresas obtendrían cerca de 7.500 millones de dólares de utilidades. 

En este contexto es donde hay que subrayar que los costos financieros de los créditos con que realizan buena parte de las inversiones las empresas extranjeras, la amortización rápida de la maquinaria, equipos e instalaciones se descuentan rápidamente de las propias utilidades. También se descuenta en forma acelerada el valor de los yacimientos, con esto las grandes utilidades desaparecen y, por esta razón, en el contexto de la legislación actual, prácticamente aportan una cantidad mínima al Fisco bajo la forma de impuestos.

Llama la atención el muy dispar aporte que hacen al Fisco la minería estatal y la privada. En efecto, exclusivamente el de Codelco alcanzó a 1.735 millones de dólares en 1995; en cambio, el aporte al erario por concepto de tributos, el mismo año, alcanzó a una cifra cercana a 169 millones de dólares por parte de las empresas privadas.

Desde el punto de vista tributario, las empresas privadas mineras extranjeras están sujetas a las ventajas consideradas por el decreto ley Nº 600. Sólo el impuesto de primera categoría con tasa del 15 y el adicional del 35 por ciento contra el cual se puede acreditar el referido 15 por ciento de primera categoría, representa una carga tributaria efectiva del 23,5 por ciento sobre las remesas de utilidades que se hagan por los inversionistas extranjeros.

La carga tributaria recién indicada, de por sí baja, se ve disminuida, a su vez, por el beneficio de la depreciación acelerada. Éste tiene enorme efecto en una industria que es intensiva en el uso del capital y cuyas mayores inversiones se materializan en la adquisición de bienes de capital para explorar los depósitos de mineral, los cuales, por regla general, son depreciados en tres años. Esto produce el efecto de que los resultados tributables de los primeros años de todos los proyectos mineros tengan un fuerte castigo por causa de dichas depreciaciones.

Al hecho anterior agrego, como otro recurso que permite la reducción de la carga tributaria de las empresas mineras, el uso de la figura de sociedad contractual minera, la cual es una forma societaria que contempla el Código de Minería, utilizada por muchas grandes compañías para organizarse jurídicamente y que Impuestos Internos ha considerado sociedad de personas.

Según la Ley de Impuesto a la Renta, las remisiones de utilidades financieras provenientes de sociedades que no sean sociedades anónimas o en comanditas por acciones, no quedan afectas a impuesto adicional. Estas utilidades financieras no tributables se producen precisamente en el período en que las empresas están haciendo uso del beneficio de la depreciación acelerada.

Dado que los recursos minerales pertenecen al país y a las regiones, es lógico que se cobre por su uso. Para crear más igualdad social y territorial es necesario aumentar el 17,5 por ciento del producto que hoy se dedica a la inversión social, y para ello es necesario establecer tributos verdaderos a la gran minería industrial privada, modificar el decreto ley Nº 600 y la legislación sobre inversión extranjera en Chile, con el fin de que estas empresas, los actuales negocios y las futuras inversiones tributen realmente al Estado chileno.

Tal como lo señalan los consejeros regionales de Atacama, en el caso de Argentina la Constitución Nacional establece lo que denomina "una regalía minera a favor de la provincia en que se explota el recurso", la que tiene un techo de un 3 por ciento del valor mineral puesto en bocamina.

Surge la pregunta natural de que si buena parte de las empresas transnacionales que hoy se asientan en Argentina son las mismas que operan en Chile, ¿por qué aquí no podrían asumir el costo de compensación que asumen allá?

En el debate en que intervinieron los Diputados señores Vilches, Prokurica, Mulet y quien habla, todos subrayamos la necesidad de considerar el tema del tributo regional y nacional.

Quiero destacar que Chile tiene ventajas absolutas de gran magnitud: es un país social y políticamente estable, con una fuerza profesional y laboral con gran experiencia y especialización minera y, por tanto, es evidente que debemos confiar en esta ventaja.

Quiero subrayar que comparto plenamente la opinión del Consejo Regional de Atacama. No habrá diversificación productiva en esta región como en otras regiones mineras, ni manufactura, ni servicios, ni una Atacama moderna que integre a todos sus habitantes si no adoptamos hoy esta medida que, como lo ha dicho el Obispo de Copiapó, Monseñor Fernando Ariztía, tiene no sólo un valor político y social, sino también un profundo valor ético.

He dicho.

CAMBIO DE MODALIDAD EN POSTULACIÓN AL SUBSIDIO HABITACIONAL. Oficio.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- En el turno del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Jaime Naranjo.

El señor NARANJO.- Señora Presidenta, en esta ocasión quiero referirme a un problema que afecta a un importante número de chilenos relacionado con las postulaciones al subsidio habitacional, principalmente al básico.

Hace algún tiempo, en la Cámara se aprobó por amplia mayoría un proyecto de acuerdo por el cual se solicitaba al Ministro de Vivienda corregir un requisito que hoy se pide a los postulantes al subsidio habitacional, cual es acreditar, a través de documentos, sus imposiciones o liquidaciones de sueldos de los últimos tres meses.

Este nuevo requisito que se exige ha reemplazado un sistema que operó substantivamente bien durante muchos años, que consistía en que quienes tenían trabajo estable acreditaban sus rentas a través de las liquidaciones de sueldo o imposiciones. Sin embargo, las personas que operaban en la economía informal, es decir, que no tenían cómo acreditar sus ingresos, lo hacían a través de un certificado que se obtenía a través de las notarías.

Este sistema dio excelentes resultados, porque permitió a la gente más modesta, de escasos recursos, postular al subsidio habitacional.

Sin embargo, hoy esta nueva modalidad de exigir a los postulantes el requisito de las imposiciones de los últimos tres meses o acreditar ingresos en igual período de tiempo, ha impedido que un número importante de personas, particularmente los más pobres, pueda acceder al subsidio habitacional. 

Lamentablemente, en las regiones agrícolas, donde bien sabemos que impera el trabajo temporero, justamente en los meses en que la gente permanece sin laborar, se hacen las postulaciones, oportunidad en la cual no tienen cómo acreditar sus ingresos, lo que imposibilita que un número importante de chilenos acceda al subsidio.

Espero que el Ministro de Vivienda y Urbanismo acoja el planteamiento que le formulara una amplia mayoría de diputados, en el sentido de que se vuelva al sistema antiguo de postulación, con el fin de permitir que la gente que trabaja, tanto en forma estable como los que lo hacen esporádicamente, puedan postular al subsidio habitacional.

El argumento esgrimido para modificar el requisito, que no resiste mucho análisis, no es efectivo, porque se ha sostenido que no garantizaba el pago de los dividendos por parte de la gente.

Hay múltiples ejemplos que ilustran que, muchas veces, las personas que operan en la economía informal, en el trabajo inestable, son los primeros en cancelar sus dividendos. De manera que los argumentos esgrimidos por el Ministerio de Vivienda no son sólidos para generar el cambio que ha provocado tanto daño a miles de familias del campo y la ciudad.

Por lo tanto, quiero reiterar la petición que se le hizo al Ministro de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de que especifique y aclare el cambio de modalidad, porque hasta la fecha el proyecto de acuerdo aprobado por la amplia mayoría de la Cámara no ha tenido respuesta.

Aquí está ocurriendo algo muy curioso. Muchas poblaciones ya debieran haberse entregado; sin embargo están deshabitadas, porque no existen postulantes debido al requisito exigido. En efecto, se han construido viviendas; hay poblaciones, pero no hay beneficiarios, porque no cumplen con el requisito impuesto por el Ministerio.

Espero que se corrija esta situación y que el Ministro responda a este planteamiento serio y responsable que le ha hecho la Cámara de Diputados.

He dicho.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

FINANCIACIÓN DE REQUERIMIENTOS BÁSICOS DE ALUMNOS DEL CENTRO DE FORMACIÓN TÉCNICA DE LOTA. Oficios.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- En el tiempo del Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el Diputado señor Rocha.

El señor ROCHA.- Señora Presidenta, con posterioridad al cierre del yacimiento carbonífero de Lota, en un visionario ejemplo conjunto de gobierno interior, la Universidad de Concepción, Corfo y también Inacar, se dio vida al Centro de Formación Técnica, de Lota, destinado a impartir educación a jóvenes preferentemente de la zona del carbón.

El centro es hoy una realidad, una hermosa realidad que nos enorgullece y que alberga a más de 200 jóvenes, hombres y mujeres, que han optado por las dos primeras carreras que se imparten: la de técnico de nivel superior en administración pública y la de técnico de nivel superior en mecánica industrial. Luego se agregarán las de técnico en pesca y forestación.

Los jóvenes provienen de toda la provincia de Arauco y de los lugares más apartados, como las comunas de Tirúa y de Contulmo, incluso, de los contrafuertes cordilleranos de Nahuelbuta. Son estudiantes pobres que requieren ayuda. No basta con el esfuerzo que hasta ahora se ha hecho y que realiza la comunidad escolar dirigida por el ingeniero señor Luis Quiñones.

Necesitamos un mayor compromiso para que estos jóvenes tengan locomoción adecuada y un sistema de internado que les proporcione alimentación y albergue.

Hoy, un grupo importante vive en cabañas muy deterioradas y han pasado, a veces, varios días sin alimentos, situación que sólo ha logrado superarse gracias al apoyo del intendente de la Región y, en especial, del gobernador de Arauco, don Carlos González.

Constituiría un hecho vergonzoso que perdiéramos la única experiencia que se avizora como exitosa, luego del cierre del yacimiento de Lota.

Por ello, quiero pedir que se oficie, en forma urgente, incluyendo el texto de esta intervención, a los alcaldes de las municipalidades de Arauco y Lota, para que en un esfuerzo conjunto puedan financiar los requerimientos básicos de los alumnos de sus respectivas comunas. 

También deseo oficiar con urgencia, en la misma forma, al Ministro del Interior para que disponga proporcionar de inmediato el apoyo necesario para estos jóvenes, con el objeto de que puedan contar con estos requerimientos fundamentales para continuar con su vida escolar.

He dicho.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, incluyendo el texto de su intervención.

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS ADOPTADAS PARA RESOLVER PROBLEMAS DE PESCADORES ARTESANALES DE LA QUINTA REGIÓN NORTE. Oficios.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, la pesca artesanal en la Quinta Región norte, que represento, está viviendo momentos bastante difíciles.

Las caletas de Los Molles, Pichicuy, Salinas de Pullay, Papudo, Zapallar, Maitencillo, Horcón, Ventanas, Loncura, El Papagayo y El Manzano, estas tres últimas de Quintero, que son parte del distrito 10, por la corriente de El Niño han tenido un año bastante difícil, y hoy viven dos problemas bastante delicados que requieren la intervención oportuna y eficaz de parte del Gobierno, primero, para implementar de manera efectiva las normas sobre fiscalización en materia de áreas de manejo de recursos y, segundo, para analizar el problema de la sobrepoblación de lobos marinos, que está afectando gravemente a la pesca artesanal en esta parte de la Quinta Región y, por lo que hemos visto en la prensa, también en otras zonas del país.

Si bien es cierto la ley de pesca contempla normas claras sobre fiscalización, en los hechos, éstas no se cumplen. Es así como las áreas de manejo, que ya han sido designadas por las autoridades de pesca, desde el momento en que no existe una adecuada fiscalización, en la práctica, pasan a ser letra muerta.

En el caso de los lobos marinos, se ha producido una sobrepoblación al no haber control de la especie en los últimos años, lo que ha provocado en el trabajo de los pescadores artesanales daños irreparables, que afectan gravemente sus ingresos.

Por lo expuesto, solicito, en primer lugar, que se oficie a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, Directemar, para que la gobernación marítima y la Capitanía de Puerto, con asiento en Quintero, puedan informar a la Cámara de Diputados cuáles son las medidas y planes concretos de fiscalización que se están llevando a cabo respecto de las áreas de manejo de recursos; de la forma más efectiva que la pueden realizar para que no sea letra muerta, como sucede hoy, y pueda satisfacer las necesidades de sindicatos y cooperativas de pescadores en estas once caletas de las comunas de La Ligua, Papudo, Zapallar, Puchuncaví y Quintero, que he mencionado.

En segundo lugar, se oficie al Servicio Nacional de Pesca, Sernap, para que informe sobre las medidas que se están adoptando para el control de esta sobrepoblación de lobos marinos.

Asimismo solicito que copia de estos dos oficios vayan también a la Subsecretaría de Pesca, con el objeto de que estos tres organismos informen detalladamente a la Cámara de Diputados de las medidas que están adoptando o que van a adoptar en relación con el tema.

PRESERVACIÓN DE PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO DE COMUNAS DE PETORCA Y CABILDO. Oficios.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, en la provincia de Petorca -que tiene un rico patrimonio cultural, especialmente arqueológico, producto de la presencia de culturas precolombinas que vivieron y habitaron esta área, sobre todo en las comunas de Petorca, Cabildo y La Ligua, desde hace más de 1.200 ó 1.300 años-, se está viviendo una situación muy crítica, como por lo demás lo ha informado la prensa, por el tendido eléctrico que está realizando la empresa Transelec, desde Quillota hasta Los Pelambres, en la Cuarta Región.

La obra está afectando de manera muy peligrosa, especialmente, 14 sitios arqueológicos, ubicados en Petorca y Cabildo, que dañan el patrimonio cultural de las comunas de esta provincia y que, por lo mismo, requieren de una intervención oportuna y eficaz de la autoridad gubernamental para tratar de revertir y detener su proceso de deterioro.

En razón de lo anterior, solicito que se envíen dos oficios:

El primero, al Consejo Nacional de Monumentos para que informe el grado de conocimiento que tiene del tendido eléctrico de la empresa Transelec, las normas que la rigen, y si está adoptando o adoptará medidas para preservar el rico patrimonio arqueológico de Petorca y Cabildo.

El segundo, a la Conama, Comisión Nacional del Medio Ambiente, llamada a informar en materia de impacto ambiental en un proyecto que abarca por lo menos dos regiones, para que informe detalladamente cuáles son los resguardos adoptados en su estudio para preservar el patrimonio arqueológico comprometido en esta actividad económica.

He dicho.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Mulet, Navarro y Walker, don Patricio.

ELIMINACIÓN DE LA CENSURA CINEMATOGRÁFICA. Oficio.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señora Presidenta, a lo largo de la historia de los pueblos ha existido un conjunto de instituciones y normas que restringen y coartan el ejercicio de la libertad de expresión, particularmente aquellas que dicen relación con la censura.

Esta institución, que nace a partir de la concepción que desconfía de la capacidad de las personas para pensar por sí mismas, fue utilizada por las mayorías, en su época, para mantener a los hombres alejados de la práctica de cuestionar sus creencias, controlando de esta manera posibles discrepancias que pudieran derivar en un clima de intranquilidad social.

Sin perjuicio de que en nuestro país existe libertad de expresión a través de los medios de comunicación escritos y radiales, en materia cinematográfica, en nuestra Carta Fundamental aún persiste la institución de la censura.

Somos el único país en el mundo que consagra la censura en su Constitución Política, institución que en el pasado prohibió la exhibición de películas de directores tan prestigiados como Passolini, Bertolucci, Scorcese y Almodóvar. 

Este hecho no siempre fue parte de nuestra historia, pues Chile tiene una larga tradición de libertad de expresión y de proscripción de la censura. Ya en el Reglamento Constitucional de 1812 se contemplaba la libertad de expresión; en 1813 se procede a abolir la censura previa y, en 1828, 1833 y 1925, las Constituciones que se dictaron se encargan de establecer la libertad de expresión sin censura previa. Esta última es la que tal vez con más claridad establece la libertad de las personas para emitir sus opiniones sin censura previa.

Sin embargo, la Constitución de 1980, junto con asegurar a todas las personas la libertad de emitir opinión y de informar sin censura previa, establece, por otra parte, en forma expecionalísima en el mundo, la censura previa para la producción cinematográfica.

Sin lugar a dudas, existe una contradicción abierta en nuestra Carta Fundamental al consagrar, por una parte, la libertad de prensa, de radio, de televisión y para cualquier forma de manifestación artística y cultural; pero, por otra, se consagra la censura en materia cinematográfica.

Para terminar con esta censura, el Presidente de la República envió a la Cámara de Diputados un proyecto que dispone su eliminación. La discusión y el debate sobre dicha iniciativa constituirá, a mi juicio, una gran oportunidad para fortalecer la democracia, porque la sociedad pluralista y tolerante debe permitir a los hombres cohabitar de manera tolerante, abierta y pluralista.

La verdad -sostenía Milton- nunca dejará de triunfar frente al error, allí donde ambos puedan manifestarse mediante argumentos expuestos sin restricción.

Esta es la diferencia entre una sociedad democrática, abierta y pluralista y una autoritaria y fundamentalista que no cree en la capacidad de las personas para pensar por sí mismas. Paradójicamente, en nuestra sociedad creemos en la capacidad para desarrollar actividades económicas o participar en la vida política, pero no en materia cultural.

No soy de aquellos partidarios de privatizar la moral. Por eso, sostengo que en materia de televisión deben existir los resguardos necesarios para proteger a los menores de edad, a los niños, de contenidos inconvenientes que puedan incidir negativamente en su desarrollo normal, como es el caso de la violencia y la pornografía.

Sin embargo, en materia cinematográfica, en que se califican las películas por edad, con lo cual se evita que los niños tengan acceso a expresiones que les puedan ser perjudiciales, no hay razón alguna para mantener la censura.

Debemos señalar con claridad que las producciones cinematográficas, al igual que otras, están regidas por el derecho común y, en consecuencia, existe responsabilidad para aquellos que cometan delito en su ejercicio. Pero, al establecer en forma institucional y previa la censura para las producciones cinematográficas, estamos dudando o, más bien, desconociendo la capacidad de discernir y pensar de las mujeres y hombres mayores de edad de este país.

De mantenerse la censura en materia cinematográfica estamos frente a un peligro muy grave: limitar la libertad de expresión a lo que es la verdad oficial y de la mayoría. En definitiva, con eso eliminamos la expresión artística, la poesía y cualquier manifestación que signifique imaginación.

Soy partidario de eliminar la censura cinematográfica, es decir, de terminar con la facultad de un grupo de privar a la mayoría de la posibilidad de escoger la película que desee ver. Sin embargo, también soy partidario de mantener la calificación, cuya finalidad es evitar que los niños o los adolescentes queden expuestos a imágenes y a contenidos que puedan dañar su desarrollo integral.

Ya es hora de que los chilenos mayores de edad dejemos de ser tratados como adultos en materia económica, como adolescentes en materia política y como niños en materia cultural.

Por las razones expuestas, solicito que se oficie al Presidente de la República para que informe si dará a la moción la urgencia necesaria para tratar de manera rápida y expedita el proyecto.

He dicho.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Ortiz, Mora, Salas, Mulet y señora Pérez, doña Lily. 

CUMPLIMIENTO DE ACUERDO CON SINDICATO DE COMERCIANTES NO VIDENTES. Oficio.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor Waldo Mora.

El señor MORA.- Señora Presidenta, quiero referirme a un tema que ha sido recurrente.

En los primeros días de mayo se habló en esta Sala del problema de los no videntes, en huelga de hambre en Santiago. Intervino el Diputado señor Alberto Cardemil y el que habla.

El 19 de mayo se volvió a tocar el tema, dada su gravedad, pues la huelga llevaba 15 días sin solución. El 25 de mayo se firmó un acuerdo, muy publicitado por los medios de comunicación, en que comparece el alcalde de Santiago, don Jaime Ravinet, y el presidente del sindicato de no videntes, don Orlando Varas, para llegar a un acuerdo en el cual se establece una serie de puntos para poner fin al conflicto, mediante un arreglo económico con la participación del Fonadis, a través de Mideplan, y el Ministerio del Interior, por medio de la Subdere, en que se indemniza a los no videntes en una suma aproximada a los 3.600.000 pesos, recomprándoles sus locales comerciales instalados en un lugar inapropiado y, asimismo, que los socios a indemnizar serán exclusivamente 27. Firman don Orlando Varas, don Juan Carlos Ávila Barahona, por la Fonadis, y el padre Alfonso Baeza, vicario episcopal de la Pastoral Obrera.

Esta intervención también la hago en nombre del Diputado señor Alberto Cardemil, con quien conversamos el tema.

Tengo una sensación de amargura y de frustración, porque hoy me reuní con el presidente y el tesorero del sindicato de no videntes, don Orlando Varas y don Harry Neira, respectivamente, y con otro socio, quienes desde las diez de la mañana han golpeado las puertas de distintas oficinas de parlamentarios, también de los que aparecen firmando como garantes del convenio -no daré los nombres, son dos parlamentarios de la Cámara de Diputados-, y no fueron recibidos.

Hablaron conmigo hace una hora, tal como lo hicieron en la oportunidad anterior, en que participé activamente en esta gestión. En dicha oportunidad no busqué a quienes participaran en el acuerdo para que aparecieran en los medios de comunicación, sino para solucionar el problema.

Hoy me informan que el acuerdo no se ha cumplido, a pesar de que su fecha de cumplimiento era de 30 días desde que se firmó, es decir, venció el 25 de junio.

El Gobierno no ha dispuesto los fondos a través de Mideplan, tampoco de la Subdere; el alcalde de Santiago no los recibe, los guardias no los dejan entrar al municipio y hoy sentí una pena muy grande porque en el Congreso tampoco los recibieron para darles una solución a su problema.

Quiero protestar, porque hay mucha gente que necesita y pide ayuda. Estas personas sólo pidieron una herramienta de trabajo, pero les buscaron una solución distinta, entregarles una indemnización, que tampoco les cumplieron.

Ellos se comprometieron a no crear más problemas públicos de huelga, conflictos o llamados de atención, y han cumplido. Sin embargo, a ellos no les cumplen.

Por ello, quiero solicitar el envío de un oficio. Por desgracia, pareciera ser el único mecanismo del que disponemos los diputados, como si con un oficio pudiéramos obligar a satisfacer las necesidades de la gente. Pero entramos en esta dinámica que, al final, nos lleva a la misma conclusión, y los oficios sólo quedan como testimonio ante la opinión pública, pero con muy poca fuerza para hacer cumplir los acuerdos pactados en un momento determinado.

Pero como la vida es así y no nos queda más que la voz para denunciar con fuerza las promesas que no se cumplen, solicito que se oficie a los Ministros de Mideplan y del Interior para que informen a la Cámara los motivos del no cumplimiento de este acuerdo, si hay voluntad real de hacerlo y, en caso de ser así, en qué plazo.

He dicho.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Vilches, Prokurica, Pérez, don José; Bertolino, Van Rysselbergue, García, don José; Ortiz, Walker, don Patricio, y Mulet.

RECURSOS PARA OBRAS VIALES EN CONCEPCIÓN. Oficios.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señora Presidenta, desde hace tres años, dentro del presupuesto de la Nación asignado al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, se han considerado los fondos para la expropiación de terrenos que permitirán la construcción de la futura gran avenida de calle Paicaví en mi ciudad, Concepción. Las expropiaciones se han realizado en un 97 ó 98 por ciento.

El año recién pasado, cuando una vez más formé parte de la Comisión Mixta de Presupuestos, solicité al actual Ministro de Vivienda que se contemplara en el presupuesto de este año la pavimentación de la calle Paicaví. Para tal efecto, se fijó un monto de 4 mil millones de pesos.

He sabido, en forma extraoficial, que hay un tema cierto y real con la pavimentación de la calle Los Carrera. No se puede llamar a licitación para pavimentar la calle Paicaví, porque habría un serio problema de tránsito vehicular en la ciudad.

Por lo anterior, solicito que se oficie al Ministro de Vivienda y Urbanismo, a fin de que el llamado a licitación para pavimentar la calle Paicaví se haga en diciembre de este año y que empiecen los trabajos entre enero y febrero del próximo año.

En segundo lugar, que se oficie al Ministro de Hacienda, don Eduardo Aninat, en su calidad de integrante titular de la mencionada Comisión, para que se aumente en forma importante el presupuesto destinado a los programas de pavimentación participativa, porque han sido muy efectivos. Esperamos que el próximo año se llame a licitación para muchos más programas de pavimentación participativa, porque ello permitirá mejorar el nivel y la calidad de vida de nuestros conciudadanos.

He dicho.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

DEFENSA DE LA LABOR FISCALIZADORA DE LOS PARLAMENTARIOS. Oficio.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra la Diputada señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, a raíz de la investigación que junto al Diputado señor Víctor Pérez hemos realizado en el llamado caso Copeva, sobre las viviendas "diluviadas" hace trece meses, y como nuevo miembro de la Comisión de Vivienda, quiero señalar lo siguiente: 

El Ministro de Vivienda, señor Henríquez, nos ha descalificado públicamente a través de los medios de comunicación, no en términos de argumentos, de ideas, de debate, incluso político, sino mediante descalificaciones personales, en que hasta nos compara con dos roedores. Y quiero decirlo con fuerza y sinceridad en esta Cámara.

Me parece inaceptable que una autoridad de Gobierno, que ostenta un cargo de Ministro, tenga esta forma de expresarse sobre la labor parlamentaria, porque los diputados fuimos electos para ejercer una labor, que no sólo implica legislar y representar, sino también fiscalizar. Sus palabras no sólo descalifican al Diputado señor Víctor Pérez y a quien habla, sino a todo el Parlamento, pues cada vez que quiera efectuar una labor de fiscalización, cualquiera sea el Gobierno de turno o sobre quien caigan las responsabilidades del caso, se verá expuesto a que lo descalifiquen a través de los medios de comunicación, en circunstancias de que no estamos haciendo otra cosa que cumplir con la función para la cual fuimos elegidos.

También quiero agradecer a los miembros de la Comisión de Vivienda, de todas las bancadas, que en la sesión de hoy solidarizaron con nosotros y, además, expresaron que públicamente iban a dirigir una nota al Ministro sobre el particular, porque con este tipo de descalificaciones no nos vulnera -insisto- a nosotros como diputados, sino que se busca empañar o dificultar nuestra labor parlamentaria.

Tampoco puedo dejar pasar las descalificaciones y amenazas del Subsecretario del Interior, señor Velasco. Lo único que hemos hecho es investigar y dar a conocer situaciones que la opinión pública debe conocer, y él nos ha amenazado con querellas y descalificaciones. Pues bien, han pasado ya diez días y no hemos visto que el Subsecretario ponga de manifiesto las acciones que ha dicho reservarse. Al respecto, quiero decirle que las acciones judiciales no se reservan, sino que se ejercen. Así hay que hacerlo en derecho.

El tema de fondo es ¿qué pasa con las construcciones de viviendas sociales? Estamos hablando de un caso que afecta a miles de familias que siguen pagando dividendos entre 14 mil y 18 mil pesos mensuales. Esto no es gratis, no es un regalo para las personas de escasos recursos. Por tanto, la gente debe saber que, sea quien fuere, estamos cuestionando el rol y los cargos que ostentan, no las personas. Por ello, nos llama profundamente la atención tanta amenaza y descalificación, cuando lo que debemos hacer es cumplir con nuestro papel, aun cuando a algunos no les guste.

Solicito que se envíe una copia de mi intervención al Ministro del Interior, ya que, como jefe del gabinete ministerial, es el superior jerárquico del Ministro de Vivienda, para que, ojalá, haya un pronunciamiento público de autoridades de Gobierno respecto de si la labor fiscalizadora de los diputados puede ser objeto de amedrentamientos mediante amenazas y descalificaciones personales, debatida en los tribunales de justicia, como se anuncia, o rebatida con ideas y argumentos.

He dicho.

 

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Prokurica, Vilches, Bertolino, García, don José, y Van Rysselberghe.

RECONOCIMIENTO DE ASIGNACIÓN PROFESIONAL A FUNCIONARIOS PÚBLICOS CON TÍTULO DE TÉCNICO UNIVERSITARIO. Oficios.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Diputado señor José García.

El señor GARCÍA (don José).- Señora Presidenta, en primer lugar, me referiré a una información publicada hoy por el diario "La Segunda", en su página 4, titulada "Definitivo: empleados públicos con título técnico no recibirán bono profesional", agregando que la Corte Suprema respaldó a la Contraloría ante el recurso de protección interpuesto por funcionarios del Ministerio del Interior.

Esta resolución de la Corte afecta a aproximadamente 5 mil funcionarios públicos que han obtenido, o están a punto de obtener, su título de técnico universitario en diferentes menciones. Lo cierto es que ellos lo hicieron al amparo de dictámenes de la Contraloría General de la República, en el sentido de que dichos títulos les daba derecho a percibir la asignación profesional.

Luego de este fallo de la Corte Suprema, lo único que queda es solicitar al Supremo Gobierno el envío de un proyecto de ley para permitir que a esos esforzados funcionarios públicos -que han pagado de su bolsillo el costo de las carreras, y, además, lo han hecho con gran sacrificio personal y de sus familias- se les reconozca el derecho a percibir la asignación profesional.

Pido que dicho oficio se envíe a los señores Ministros de Educación y de Hacienda.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

PAGO DE INDEMNIZACIONES POR EXPROPIACIONES CON MOTIVO DE CONSTRUCCIÓN DE CAMINO PADRE LAS CASAS-NIÁGARA. Oficio.

El señor GARCÍA (don José).- Señora Presidenta, hace algunas sesiones me referí a la manifiesta transgresión de nuestro ordenamiento constitucional por parte del Ministerio de Obras Públicas, en el caso de las expropiaciones realizadas en el camino Padre Las Casas-Niágara.

Al respecto, quiero recordar que el artículo 19, Nº 24º, de la Constitución, que asegura el derecho de propiedad, señala que la toma de posesión material del bien expropiado tendrá lugar previo pago del total de la indemnización.

Como señalé en aquella oportunidad, son más de cien los pequeños campesinos mapuches del camino Padre Las Casas-Niágara que fueron expropiados en 1995. Es decir, han transcurrido prácticamente tres años y, a pesar de la claridad de la disposición constitucional, que impide la toma de posesión material del bien expropiado mientras no se pague la indemnización, ellos aún no la reciben, con la agravante de que muchas notificaciones de indemnización, como asimismo sobre el acto expropiatorio, se encuentran sin fecha.

Por lo tanto, esas personas sencillas, modestas, pequeños agricultores, están viendo amagado su derecho de propiedad simplemente porque el Ministerio de Obras Públicas no cumple con lo dispuesto en la Constitución Política, en el sentido de pagar las indemnizaciones respectivas.

Por las razones expuestas, solicito que se oficie al señor Contralor General de la República, con el propósito de ponerlo en antecedentes de este grave incumplimiento a nuestro ordenamiento constitucional, del atropello al artículo 19, Nº 24º, de nuestra Carta Fundamental por parte del Ministerio de Obras Públicas, y a fin de que se investigue la situación que afecta a todas las expropiaciones que está realizando el Ministerio de Obras Públicas y se determinen las responsabilidades administrativas que correspondan.

He dicho.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Prokurica, Vilches, Bertolino, Van Rysselberghe, Mulet y Mora.

MODIFICACIONES DE NORMAS QUE REGULAN LA TRAMITACIÓN Y FALLO DEL RECURSO DE PROTECCIÓN.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado señor Baldo Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, en esta oportunidad quiero referirme a un tema que considero de la mayor importancia para el país.

Como es de conocimiento público, con fecha 9 de junio en curso, la Excelentísima Corte Suprema, haciendo uso de las facultades que le confiere el artículo 79 de la Constitución Política de la República, y el artículo 96, número 4, del Código Orgánico de Tribunales, dictó un auto acordado, en virtud del cual se modificaron algunas normas del auto acordado del mismo Tribunal Supremo, publicado el 27 de junio de 1992, que regula la tramitación y fallo del recurso de protección de las garantías constitucionales que se consagran en el artículo 20 de nuestra Carta Fundamental.

Estas nuevas normas comenzaron a regir el 24 del presente mes.

De acuerdo con las modificaciones introducidas concretamente al artículo 2° del mencionado auto acordado, la Corte de Apelaciones ante la cual se haya deducido la respectiva acción cautelar, puede declararla inadmisible por la unanimidad de sus integrantes, en razón de ser extemporánea o porque adolezca de manifiesta falta de fundamento. Respecto de la resolución que contenga esta declaración no procederá recurso alguno, salvo el de reposición ante el mismo tribunal.

Por otra parte, se ha modificado el artículo 6° del referido auto acordado, disponiendo que la apelación debe contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y formular las peticiones concretas que se someten al conocimiento del tribunal superior. De no cumplirse con estas exigencias, la apelación será declarada inadmisible.

A su vez, el artículo 7° de dicho auto acordado establece que el recurso de protección elevado en apelación ante la Corte Suprema, será visto en cuenta preferente. No obstante, si lo estima conveniente o se le solicita con motivo plausible, la Corte puede ordenar traerlo en relación o agregarlo extraordinariamente para oír a los abogados de las partes.

Como se puede apreciar del contexto de las disposiciones mencionadas, la admisibilidad, tanto del recurso de protección mismo como de la apelación que se dedujere contra la sentencia que lo acoja o rechace, queda sometida al arbitrio del tribunal que conozca del mismo.

Estas normas, a mi juicio, entraban abiertamente la esencia misma de esta verdadera acción de protección que constituye una de las innovaciones jurídicas más relevantes de la Constitución que actualmente nos rige.

En efecto, si se considera que la norma constitucional que instituyó esta clase de recurso no exige que se haga con asesoría letrada, pudiendo deducirse, por el interesado o por cualquiera en su nombre, de ahora en adelante, con las modificaciones introducidas, se requerirá del patrocinio de un abogado, tanto para interponerlo como para apelar de la sentencia que lo resuelva. Y aún así no se tendrá la certeza de que el recurso pueda ser declarado admisible o que la impugnación formulada en contra del fallo que se dicte prospere.

A este respecto, cabe señalar que el artículo 19, número 3º, de la Constitución, dispone que corresponde al legislador establecer siempre las garantías de un racional y justo procedimiento. En tal virtud, resulta inconstitucional que las normas de procedimiento destinadas a materializar en forma efectiva la tramitación de este recurso sean establecidas por la Corte Suprema. Este mismo tribunal ha señalado, en la fundamentación de su auto acordado que hasta ahora el recurso se ha venido tramitando, a falta de ley expresa que lo regule, en conformidad con la facultad que motivó la dictación del primitivo auto acordado de 29 de marzo de 1977, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2° del acta constitucional N° 3, de 11 de marzo de 1976. Dicho precepto, en la actualidad, ya no tiene vigencia.

De hecho, hace algunos días, el Colegio de Abogados ha manifestado que, con las modificaciones impulsadas, la Corte Suprema ha puesto muchas trabas que van en contra de la génesis misma del recurso de protección y que muchos en ese Colegio opinan que ello es inconstitucional, por cuanto, según la Constitución, el recurso lo puede presentar cualquier persona, y al decir ahora que la acción legal debe ser fundada, esa persona va a requerir de un abogado, lo cual no lo dice la disposición constitucional. Si bien puede regularlo la Corte Suprema, esas regulaciones jamás pueden ir contra la esencia misma del recurso, pues se pierde su naturaleza.

En este mismo orden de ideas es del caso señalar que se encuentra pendiente en esta Cámara un proyecto de ley presentado hace más de un año por el ex Diputado señor Bombal, y llama la atención que, por ejemplo, mañana no se trabaje, porque no hay proyectos que tramitar. Este proyecto, y por lo menos 40 más, de suma importancia para el país, están pendientes en una u otra Comisión de la Cámara.

Quiero pedir a la presidencia de la Corporación que especialmente la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que tiene un recargo tremendo de trabajo, pueda encargar a otras Comisiones la tramitación de esos proyectos, porque, francamente -repito-, no es posible que la Cámara no trabaje mañana cuando existen iniciativas pendientes.

He dicho.

PAGO DE REAJUSTE DE REMUNERACIONES ADEUDADO A PROFESORES DE CONCEPCIÓN. Oficios.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Enrique Van Rysselberghe.

El señor VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, nuestro país tiene una deuda histórica con los profesores. Hoy tenemos la oportunidad de reparar en parte el sacrificio de miles de educadores a los que se les adeudan dineros desde 1981, por efecto del decreto ley Nº 3.551 de ese mismo año.

En estos días, en mi distrito de Concepción, hemos conocido el caso de 259 sacrificados educadores a los que la municipalidad penquista tiene la obligación moral y legal de pagarles la no despreciable suma de 13 mil millones de pesos, la cual debió haber solucionado hace más de cuatro años, por lo que cada día que pasa la deuda se incrementa en contra de los intereses del municipio, de la voluntad de ese grupo de profesores y de lo establecido por la justicia.

La autoridad edilicia no tiene ningún derecho a obligar a estos ciudadanos a mantener esta especie de ahorro forzoso, pero, lo que es más grave, el alcalde, frente al legítimo requerimiento de los profesores, reaccionó de un modo grosero que ni siquiera es insolente ni prepotente, sino que, simplemente, ordinario y contrario a la más elemental conducta que debe mantener una autoridad, puesto que no sólo se negó a recibir y a escuchar a los profesores, sino que, en una actitud matonesca, como es su costumbre, los hizo expulsar del municipio.

Esto es doloroso para el magisterio, es una vergüenza para la comunidad y un duro golpe para la dignidad de todos los educadores del país.

Los 259 profesores de Concepción sólo piden que se aplique la justicia, ya que un fallo judicial ejecutoriado les ha reconocido su derecho y éste no ha podido materializarse por artimañas procesales inspiradas por el alcalde.

Conviene recordar que en Chile la ley rige para todos, que todos estamos obligados a respetarla, que es la autoridad la encargada de hacerla cumplir y, por ello, la primera obligada en respetarla. Sin embargo, esto no se da en Concepción. El alcalde no cumple ni respeta la ley, sino que, además, malgasta los dineros municipales en costosísimas asesorías externas para que le den la pauta de los atajos que debe tomar y de los resquicios con que se debe proteger para burlar la ley.

La génesis de esta situación se remonta al 2 de enero de 1981. El gobierno de la época dictó el decreto ley Nº 3.551, conocido como Ley Madariaga. En ella se contemplaba un aumento gradual de las remuneraciones para los empleados públicos, del orden del 90 por ciento.

En los primeros años de la década del 80 se efectuó el traspaso de la educación desde el Ministerio a los municipios, luego de lo cual, en el caso de Concepción, como en muchos otros municipios del país, se dejó de pagar a los profesores lo establecido por la ley Nº 3.551.

Sin detenernos a examinar las causas de este hecho, lo concreto es que el Colegio de Profesores inició un juicio al fisco por el incumplimiento de la ley y el no pago de este reajuste, juicio que le resultó desfavorable, porque los tribunales estimaron que tal obligación era de cargo de los municipios. 

Por tal motivo, 259 profesores de Concepción, en 1992, presentaron una demanda en contra del municipio penquista. En 1993 obtuvieron un fallo favorable, ratificado, en 1994, por la Corte de Apelaciones y la Corte Suprema. 

En suma, estamos en presencia de un fallo ejecutoriado, que tiene fuerza ejecutiva, y que, simplemente, no se cumple desde hace cuatro años por argucias y triquiñuelas que sólo malgastan dineros fiscales.

Hace muchos años fracasó en Chile nuestra democracia porque la autoridad se negaba a cumplir la ley y usaba del resquicio legal para eludirla. Es hora de la seriedad, de la decencia, de respetar los derechos de las personas.

Por esta razón, alzo mi voz con humildad para solicitar apoyo en la defensa legítima de los derechos de los 259 profesores que están siendo expoliados por el alcalde de mi ciudad. 

No es legítimo que la Municipalidad de Concepción no pague sus deudas, que las eluda a través de triquiñuelas ni que se valga del matonaje para amedrentar a sus acreedores. Tampoco es lícito que el Estado no provea los medios para el pago de estas obligaciones, puesto que el Ministerio de Hacienda es solidariamente responsable de ella, ya que, en 1994, el Ministro de esa cartera aseguró a los dirigentes nacionales del Colegio de Profesores que el Estado tenía los recursos para financiar la aplicación del decreto de ley Nº 3.551.

Cabe preguntarse si es digno que los profesores deban mendigar en las puertas de las municipalidades o del Ministerio de Hacienda para recabar el pago de los dineros que debieron ser pagados hace tiempo sin que medie ninguna presión ni trámite. ¿O es que el Gobierno espera que los profesores renuncien a su derecho como aporte voluntario a la caja de la incapacidad, de la ineficiencia y de la prepotencia?

Finalmente, cuando se hacen gárgaras con lo que se ha dado en llamar la gran reforma educacional, ¿con qué autoridad moral se pide y se exige más esfuerzo, motivación y trabajo a los profesores, mientras el Estado se niega por años a pagar lo que el país les debe a estos trabajadores?

En virtud de lo anterior, solicito que se oficie al Contralor General de la República para que nos informe, en primer lugar, por qué la Municipalidad de Concepción se ha negado a cumplir el deber legal de acatar un fallo judicial ejecutoriado y, en segundo término, sobre los motivos por los cuales contrata asesorías externas para los fines ya denunciados y otros, con indicación del nombre de las personas contratadas, monto pagado por dichas asesorías, duración de ellas y su vinculación con la defensa municipal.

Asimismo, en tercer lugar, que se oficie al Ministro de Hacienda, con el objeto de que informe si existen los recursos para pagar lo adeudado a los profesores por el decreto ley Nº 3.551, y, en cuarto término, al de Educación, a fin de que informe detalladamente sobre el número de profesores de mi región a los que se adeuda dinero por concepto del decreto ley mencionado.

He dicho.

La señora MUÑOZ, doña Adriana (Vicepresidenta).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión 

de los Diputados señores Carlos Vilches y Mario Bertolino.

Por haberse cumplido con el objeto de la sesión, se levanta.

-Se levantó la sesión a las 19.35 horas.

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

